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Honorable
LICENCIAOO CARLOS MANUEL CASTRO MONROY
Jefe de la Unidad Asesoría de Tes¡s
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Universidad de San Carlos de Guatemala

Respetable Licenciado Monroy:

En cumplimiento de la resolución en la que

EftlflLro ENRTQUE PÉneZ WnnnoouiH
ABOGADO Y NOTARIO

Guatemala 16 de Enero de 2012

úr.¡io-ao or
trabajo de

lesis de la bachiller PAULA ESTEFANI OSOY, del tema des lado denominado:

"INEFICACIA PARCIAL DE LOS JUICIOS ECONÓMICOS COACTIVOS ANTE LA
CARENCTA DE BIENES EJECUTABLES"; y en atención a d¡cha des¡gnación' me
pemito dirigirme a usted con el objeto de rendir dictamen sobre el irabaio de tes¡s en
referenc¡a, de la s¡guiente manera:

1. Contenido c¡entif¡co y técnico: El presente trabajo, cumple con los objelivos
trazados, llevándose a cabo un análisis juríd¡co y doctr¡nario de las dist¡ntas
insl¡tuc¡ones que forman parte del contenido invest¡gado, el cual se basa los
resullados del trabajo de campo real¡zado, con el cual se logÍó comprobar la
hipótesis.

2. La metodología y técn¡cas utilizadas fueron: Fichas b¡bl¡ográficas y de trabajo
con las óuales se logró recop¡lar la informac¡ón de manera ordenada; los
métodos ut¡l¡zados fueron: el analítico. al real¡zar un análisis de la doctrina, la
legíslac¡ón nac¡onal, y el derecho comparado con respecto a la forma en que se
ejecutan las sentencias en el Ju¡cio de Cuentas a través del Juic¡o Económ¡co
Coactivo; el sintético, con el cual se construyó un tejido teórico y práctico al
vincular la ley, la doctrina y la realidad basada en el cr¡terio judicial.

3. Coniribuc¡ón Cieniíf¡ca: A mi ju¡c¡o, el tema investigado, const¡tuye una
contribución cientlfica para el derecho, deb¡do a que es sabido por los
estud¡osos de esta c¡encia, el problema que plantea este t¡po de proced¡m¡ento
estr¡ba en la inexistencia de una ley que regule en su total¡dad el procedimiento
del Juicio de Cuentas y el Ju¡cio Económico Coactivo, ya la que existente ya no
cumple con los parámetros necesarios, por lo que hay que acud¡r
supletoriamente o tras leyes, esperando lograr con la presente ¡nvestigación una
futura reforma a la leg¡slación referente a esta materia.
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4. Contribución ci€ntífica: A mi juicio, el tema investigado, constituye una

contr¡büción c¡entíf¡ca para el derecho, debido a que es sabido por los
esludiosos de esta ciencia, el problema que plantea este tipo de procedim¡ento

estriba en la inexistencia de una ley que regule en su totalidad el proced¡miento

del Juic¡o de Cuentas y el Juicio Económico Coactivo, ya que la existente ya no
cumple con los parámetros necesarios, po¡ lo que hay que acud¡r
suplétor¡aménte a otras leyes, esperando lograr mn la presente ¡nvestigac¡ón
una futura reforma a la legislación refercnte a esta materia.

Redacción: El trabajo fue redactado con buen est¡lo, provocando el interés por
su lectura, debido a que réúne las cond¡c¡ones exigidas en cuanto a claridad,
lenguaje sencillo, de tal manera que resulta comprensible al lector.

conclusiones y recomsndaciones; Se ajustan á lo expresado en el contenido
de la tesis y constituyen supuestos cederos que al ser acatados, se espera
obtener resultados posit¡vos que contribuyan a resolver el problema que
ocas¡ona la ejecuc¡ón de la sentencia en materia de cuentas ya que por el
engorroso tfám¡te los responsables tfansferen sus bienes muebles o innuebleE
a nombre de familiares o testaferros.

7. Bibliografia: La bibliografia ut¡lizada en el desarrollo de la invest¡gación se
considera la adecuada al tema, debido a que consulto textos de autores
nacionales y extranjeros que se ajustan a la temát¡ca conten¡da en la
invesligación-

Por últ¡mo me complace ¡nformar a usted que la sustentante tomó en cuenta las
recomendac¡ones real¡zadas en cuanto a redacción y metodología ut¡lizada, realizando
al p¡e de la letra las ¡nnovac¡ones y correcc¡ones sugeridas, y en tal virtud me permito
em¡t¡r DICTAMEN FAVORABLE en cuanto a la fase de asesoría del presente trabajo
de tesis a que se refiere; deb¡endo pasar a la fase de rev¡s¡ón, toda vez que cumple
con los requis¡tos establecidos en el Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de
Tesis de L¡cenciatura en Ciencias Juríd¡cas y Soc¡ales y del Examen General Público.

Sin otro particular, me suscribo de usted, con las muestras de mi consideración y
estima,

¡Lro ENRrouE PÉREZ MARROAUiN
Abogado y Notar¡o

Coleg¡ado 3,637
ASESOR

t¿Ph* t¡t**t
r ¡ror¡rro '
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CIENCL{S
JfIRiDICAS Y SOCIALES Glr.tlem¿l¡- dieciseis de lebrero de dos m¡l doce.

Atonloftcntc. pr¡sc al ( a la ) LICENCIADO I A ): ARMANDO I-]RIEL GARCIA
SOLIS, pi¡ru que proceds s re\isü-el trabajo de lesis del ( de I¡ ) esrr.ldianle: PAtif ,A
ESTEFAñ"Í OSOY- htitl¡Iado: "INEFICACIA PARCIAL DE LOS ,¡IJi{]I{}S
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EJECI'TABI-ES ".

Me perm¡o hicer de su conocirnienlo que esla ]'acuhado (a) para realizar las
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Guatemala, 23 de febrero 2012

Licenciado.
Carlos Manuel Castro Monroy
Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis
Facultad de C¡encias Jurídicas y Soc¡ales
Un¡vers¡dad de San Carlos de Guatemala.

Licenc¡ado Castro Monroy:

De conformidad con el nombramiento emitido por su despacho el 08 dé febÍero de¡ áño
2012. en el que se nombr"a como rev¡sor del trabajo de tes¡s de la bachi¡¡er PAULA
ESTEFANI OSOY. ¡Nt¡tUIAdO "INEFICACIA PARCIAL DE LOS JUICIOS
ECONÓMICOS COACTIVOS ANTE LA CARENCIA DE BIENES EJECUTABLES",
para el efécto me permito informar a usted lo sigu¡ente:

a) Opinión respecto del conten¡do científico y técnico: De ¡a rev¡sión practicada ai
trabajo de tesis, se puede elcraer que la m¡sma cumple con los requisitos establecidos
en el Normativo pa[a la Elaborac¡ón de Tes¡s de L¡cenc¡atura en C¡enc¡as Jurídicas y
Soeiales y del Examen General Público, así también considero que el tema investigado
es de valiosa importancia respecto a su contenido científico y técnico, ya que el mismo
se enfoca desde varios puntos de vista, tales como el doctrinario, socialy legal.

b) Respecto de la metodología y técnicas de investigación: Para el desarrollo de la
presente investigación se util¡zaron los métodos analítico y s¡ntét¡co, así como las
técnicas, de fichas bibliográficas y de trabajo, para la indagac¡ón respectiva, todo con el
propósito de fac¡litar el desarrollo de la ¡nvestigación, comprobándose con el¡o que se
hizo uso adecuado de bibliografía actual¡zada

c) De la redacción ut¡l¡zada: La ponente utilizó la leg¡slac¡ón y doctrina acordes,
redactando la misma de forma adecuada, empleando un lenguaje apropiádo y se
desarrollaron de manera sucesiva ¡os distintos pasos correspond¡entes al proceso
investigat¡vo; haciendo ¡a d¡visión dé la misma en cuatro capítulos.

1.4 oaLLe 6-!2 zDt tl L Ed,íltcLa yaL¿wzueLa stD. t¡íveL D{LcLt"a so2
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d) Respecto de la contribución c¡entífica del tema: El aporte científico que el tema
investigado por la sustentante brinda, es hacer notar la eminente necesidad de reformar
la léy dél Tribunal de Cuentas, ya que no existe actualmente un procedimiento total y
específico, que regule de forma completa d'cho proceso, lo que el trám¡te se torna
engorroso por la utilización supletor¡a de otras leyes.

e) De las conclusiones y recomendaciones: Se pudo establecer que las conclusiones y
recomendaciones reflejan el conocimiento del tema investigado, y que a mi jutcio son
adecuadas y congruentes con el trabajo realizado.

f) De la b¡bl¡ografía utilizada: Finalmente se constató que en el desarrollo y culminación
dol informe f¡nal del trabajo de tes¡s, se uti¡izó doctrina de autores tanto nac¡onales
como extranjeros, asÍ como el anál¡s¡s de la legislación ¡nterna y la comparac¡ón de la
misms con el derecho internacional, por Io que a m¡ criterio cons¡deró es adecuada.

La tesis desarrollada por la sustentante cumple con los requisitos establecidos en el
Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de fesis de Licenciatura en Ciencias
Jurídicas y Sociales y del Examen General Público, en mi calidad de Revisor, consideao
procedente aprobar el trabajo de tes¡s realizado por la bachiller PAULA ESTEFANI
OSOY, por lo que emito DICTAMEN FAVORABLE, para que pueda cont¡nuar con el
trámrte fespéct¡vo, para evaluarse posteriormente por el Taibunal Examinador en el
Examen Púb¡ico de Tes¡s, previo a optar al grado académico de Licene¡ada en C¡enc¡as
Jufidicas y Soc¡ales.

cíA solrs

ado 2,49
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JUzuDICAS Y SOCIALES.

Quatemala, doce de abril de dos mil doce.

Con vista e¡ los dict¡ímenes que anteceden, se autoriza la impresión del tabajo de tesis de

la estudiante FAULA ESTEFANI OSOY, titulado INEFICACIA PARCIAL DE LOS

JUICIOS ECONóMICOS COACTIVOS ANTE LA CARENCIA DE BIENES

EIECUTABI-ES. Artículos: 31, 33 y 34 del Normativo para la Elaboración de Tesis de

Licenciatura en la Facultad de Ciencias Juridicas y Sociales de la Universidad de San

Carlos de Güatemala.
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A DIOS:

A MI MADRE:

A MI ABUELITA:

A WAULTER CARRILLO:

A MIS HERMANOS:

A MIS FAMILIARES:

DEDICATORIA

Por perm¡t¡me llegar hasta este momento tan especial en

m¡ cam¡no. Y por estar conmigo en los momenlos más
difíc¡les de mi vida, y por ser esa fuerza ¡nagotable de
sab¡duría y porque hasta el día de hoy su gracia, y

misericordia me acompañan.

María Estela osoy chamo. Por su ejemplo de mujer,

trabajo, dedicación, honestidad y por todo el esfuezo para

que yo fuera una persona de bien e instruirme en los

cam¡nos de Dios. y sobre todo por su apoyo. car¡ño y

comprensión la quiero mucho madre.

María Paula Escobar. Por ser una mujer excepcional y
compartir conm¡go su sabiduría y enseñarme a ser unq
persona de bien.

Po¡ ser un hombre ejempla[, y sin esperar nada a cambio
ha s¡do un pilar muy importante en m¡ camino, por su amor
¡ncondicional, por escucharme cuando lo neces¡taba y pof

todo su apoyo, pero sobre todo por ser mi fueza y porque
con él me s¡ento segura muchas grac¡as m¡ amor que Digs
te bend¡ga siempre.

Sus¡, Juan José, Mariano, Estela (T¡ta), Reina- Por su
alegría, consejos, cariño y apoyo que me han brindado en
todos los momentos de mi v¡da.

por ser personas que me apoyaron aunque que me resulta
muy d¡fícil poder nombrarlos en tan poco espac¡o. sin
embargo ustedes saben qu¡énes son.
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Rocio, Zul¡, Kevin, Jymi, Bryan, Diego, Samuel, Femando,
por todo su apoyo y car¡ño que Dios me los béndiga
siempre y cumpla cada uno de sus sueños,

Por ger personas de buen corazón y por creer en mi

dándome s¡empre su apoyo incondic¡onal. Y a don Víctol
que en paz descanse porque hoy alcance el logro que el

tanto deseo para m¡ persona.

Que en el transcurso de m¡ camino fu¡ formando y que hasta

el momento siguen s¡endo mis amigos, Yuliana Agu¡lón,
Joaquín Villatoro, Lourdes Saavedra, Rocio Velazco, Jane
Salazar, Sandrita, Ligia Alburez, Dinora Orozco. Hellem

Guerra, Susan Rojas, Mayra Avila. Por su amistad

¡ncondicional, car¡ño, apoyo y por estar a mi lado todos

estos años.

Por Ia nobleza y el amor que refleia con su amistad, dando
su esfuerzo y entrega a camb¡o de un simple grac¡as y por

su cariño incondicional y apoyarme en cada momentó,
gracÍas querida am¡ga.

Por ser una persona que refleja la ética profesional y la

hum¡ldad ¡ntelectual compartiendo y dando toda aquello que
aprendió en su camino profes¡onal, gracias por que

comprendí que s¡ ex¡sten profesíonales con buen corazón y
con án¡mo de compartir su sab¡duría de forma
des¡nteresada.

A MI ASESOR Y REVISOR: Por su t¡empo, apoyo y profesional¡smo.

A LA FACULTAD DE

CIENCIAS JURiDICAS

Y SOCIALES:

Por abr¡rme las puertas hac¡a un mejor futuro.
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INTRODUCCIóN

Por la falta de mecan¡smos lega¡es efic¡entes y eticaces, valores morales y ét¡cos: el

Eslado, sus instituciones autónomas, semiaulónomas y descentralizadas, así como las

diferentes municipal¡dades del pa¡s, en ejercicio de la delegac¡ón del poder soberano

que les facufta adm¡nistrar sus recursos económicos; en ¡ncontables oportunidades

sufren pérd¡das en el manejo de su hacienda por negligencia o acción dolosa de sus

func¡onar¡os o empleados ptiblicos, al permitir que personas individuales o juridicas

incumplan con su responsabilidad, al ejecutar ese incumpl¡m¡ento der¡vado de

cualqu¡era de las dos posib¡l¡dades (Íesoluc¡ón sanc¡onator¡a administrativa o sentencia

condenatoria en Juicio de Cuentas) no ex¡sten bienes d¡nerarios, muebles o inmuebles

ejecutables; porque los han transferido, mediante compraventas simuladas, embargos

elc

El obiet¡vo de este trabajo de tesis es ver¡f¡car en las dist¡ntas leyes de índole

adm¡nistrat¡va, si ex¡sten aspectos legales que garant¡zan el pago a las instituciones del

estado asf como perconas ¡ndividuales y juridicas sujetas a fiscalizac¡ón cuando han

provocado pérd¡das enel manejo de su hac¡enda yexig¡rel pago correspond¡ente, en

caso de responsabil¡dad y la ¡mpos¡ción de sanc¡ones de acuerdo con la ley. La

h¡pótesis este trabajo cons¡ste en que la ausenc¡a de bienes ejecutables hacen

¡neficaces parcialmente los Juicios Económicos Coactivos derivados de Juicios de

Cuentas o Sanc¡ones Económicas, ¡n¡c¡ados por la Contraloría; porque los ejecutados

carecen de b¡enes muebles o inmuebles y las fianzas de cumplimiento que garant¡zan

la responsab¡lidad no son ejecutadas en t¡empo; permit¡endo su caducidad o
prescripción.

El Estado a través de sus inst¡tuc¡ones descentralizadas, sem¡autónomas y autónomas,

en muchas oportunidades ¡ncurren por negl¡genc¡a o do¡o en diversas figuras legales,

tanto de carácter adm¡n¡strativo, civ¡l como penai al perm¡tir que contÍat¡stas, personas

ind¡v¡duales o jurid¡cas, así mismo a los propios empleados y/o func¡onarios públicos
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incumplan con su responsabil¡dad, dando paso a que los aud¡tores g

en el ejercicio de su función f¡scalizadora, les formulen hallazgos por acciones dolosas

o negl¡gentes que producen pérdida, o menoscabo en el manejo de su hacienda, según

la naturaleza del hallazgo se puede ¡mponer una sanción económica por parte de la

Contraloria General de Cuentas, cargos que al no ser desvanec¡do por los

responsables se convierlé en def¡n¡tivo, documento fehaciente para in¡ciar el Ju¡cio de

Cuentas én contra del responsable, con el propósito de que por este med¡o se pueda

resarcir o indemnizar y reparar al Estado el daño causado en su patr¡mon¡o.

Dentro de los cuatro capítulos que componen el presente trabajo de tes¡s 9e observan

en el cap¡tulo uno los origenes, obieto, organización, jurisdicción. competencia y

demanda en eljuic¡o de Cuentas; el segundo capítulo expone la func¡ón, atribuciones y

competencia de la Contraloría General de Cuentas; el tercer capítulo desaffolla los

antecedentes del proced¡miento económico coact¡vo así como su procedenc¡a y objelo

y las impugnac¡ones derivadas del m¡smo; e¡ cuarto capítulo expone todo lo referente al

func¡onam¡enlo de las fianzas en la legislación guatemalteca su h¡storia y sobre todo

las fianzas que presta el Créd¡to Hipotecario Nac¡onal de Guatemala.

Para la elaborac¡ón de la presente invest¡gac¡ón se desarrolla un anális¡s jurídico del

problema, y se emplearon los métodos científicos deduct¡vo e inductivo, en base a la

observación documental y las técnicas utilizadas fueron la recolecc¡ón de datos,

técnicas analíticas para comprobar la h¡pótesis, la bibliográf¡ca y documental.

Como consecuencia de todo lo expuesto espero que la presente invest¡gac¡ón

const¡tuya un út¡l elemento de aporte científico al derecho guatemalteco.
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l. H¡storia de los juicios de Cuentas

1.1. Antécedentes

El ju¡c¡o de cuentas, surgió en virtud de la necesidad de vigilar los gastós que

realizaban los encargados de los cauda¡es del Estado, y en alguna forma resarcir la
pérd¡da de que habían sido óbjeto las entidades del Estado o sus instituctones.

En virtud del Artículo 122 de la Constitución de Bayona emitida el 6 de julio de

1808, se creó en España él Tr¡bunal de Contaduría General para que examrnara y
extinguiera las cuentas de todos los que deban rend¡rlas, thabiéndose creado la secc¡ón

eorrespondiente en Guatemala, en el año de 1810.

Al separarse Guatemala del imperio mexicano, ¡a Asamblea Nacional

Constituyente reunida en Guatemala el día 24 de novjembre de i824, mediante un
Decreto se creó la Contaduría Mayor de Cuentas, la que estaba integrada por cuatro
empleados: un tesorero, un interventor, un oficial mayor y un escribiente, entre sus
obligaciones estaban exigir, calificar y custodiar las escrituras de los negocios de la

entonces Hacienda Federal y la finanzas de los empleados públicos, así como vigilar a

los que manejaban caudales y tuv¡eran al día sus cuentas.2

Lo relevante era, que si el gobierno quería realizar un gasto extiaordinario sin estar
decretado en ley, la Contaduría Mayor de Cuentas podía declarar su inconformidad. a
este respecto, esta era una de sus principales funciones.

http://www.contraloria.gob.gVLdocs/i_nos_hisioria.pdt
Lobosleiva, Jo.ge Alberto EtJu¡cio de cuentas editoriatde¡ejercilo maEo 1g7g pág.27



reformar la Const¡tución de la República el 11 de marzo de 1921, al reformar el Artículo

52, se estableció como atribución del Congreso, nombrar personal distinto de la

Dirección General de Cuentas, ai presidente, contadores y suplentes del Tribunal de

Cuentas que era el encargado de vigilar, comprobar y Juzgar el manejo de todos los

fondos del Estado de acuerdo con la ley. Los miembros del Tribunal duraban en sus

func¡ones dos años, pud¡endo ser reelectos y gozaban de las prerrogativas de los

magistrados, esto se crea con el objeto de controlar a través del Congreso, el

ñómbram¡énto de dichos empleados, para que no exista la contratación de personas

preferentes que puedan ser manipuladas para malversar así los caudales públicos.

La Constitución Polít¡ca de la República de Centroamérica, decretada el 9 de

septiembre 1921, en su Artículo 142 estableció la creación del Tr¡bunal Mayor de

Cuentas, estableciéndose en Articulo 175 que de todo gasto que se haga fuera de la

ley, serán responsables solidariamente por la cantidad gastada, los delegados y el

secretar¡o respectivo, los miembros del Tribunal de Cuentas y los empleados que en él

intervin¡eren, si faltaren a sus respectivos deberes. 3

El 20 de septiembre de 1928, se emitió el Decreto Gubernativo 978, el cual

contiene el reglamento de la Dirección General de Cuentas y del Tribunal de Cuentas,

que establece en forma detallada cuál es e¡ procedimiento a seguir tanto en rendición

de cuentas como en la substanciación del juicio respectivo. Además estableció el

procedimiento económico-coactivo, para el cobro coact¡vo de los adeudos a favor de la

hacienda pública.

La Constitución de 1945 en sus Artículos del 188 al 198, establec¡ó las bases de

una nueva inst¡tuc¡ón, a la que se le designó con el nombre de Tribunal y Contraloria de

2

'Loeos, ¡. op. G¡t., pág.28
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515 del Congreso, qü{rs9}'Cuentas, la cual fuera desarrollada ampl¡amente por el Decreto

fue su ley orgánica.

La Constitución em¡t¡da en el año de 1956, separó la Contraloría de Cuentas, del

Tribunal, habiéndole dado a la primera absoluta independencia de funciones y al

segundo le reconoció la autonomía necesaria como Tribunal de Jurisdicción Privativa,

dando paso a la promulgación del decreto 1126, Ley del Tribunal de Cuentas, aún

vigente a la fecha, con la derogación de sus pr¡meros treinta y dos Artículos, absorbidos

por la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas.

Como consecuencia de que el Decreto 1126 del Congreso de la República que

contiene la Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas, ya no responde a log

lequerimientos necesar¡os que conllevan las funciones técnic€s que debe ejercer el

Organismo SupeÍior de Contro¡ y Fiscal¡zación de los recuGos financieros que se

generan de la hacienda, como ya apuntamos, se emitió el Decreto número 31-2002 Léy

Orgán¡ca de la Contraloría General de Cuentas, en donde se establece que la

Contraloría General de Cuentas, por medio de una ley permita poner en práctica un

s¡stemá dinám¡co de fisca¡izac¡ón mediante ¡a ap¡¡cación de proced¡mientos modernos.

F¡nalmente, en v¡rtud dicho Decreto del Congreso, se da une nueva

organización de los juicios, situación que permanece inalterable hasta la fechá en que

sale a la luz este trabajo.

Reiteramos actualmente estén derogados los Artículos del 1 al 32 y se reformó

su denominación dándole el nombre de "Ley de¡ Tribunal de Cuentas" en sustitución

de: Decréto Número 1126 del Congreso de la República, aspecto regulado en el

Decreto número 31-2002 del Congreso de la Repúblic€ "Ley Orgánica de la Contraloría

General de Cuentas



1.2. Def¡nic¡ón

La pelabra juicio se

judicare, compuesto de jus,

ei derecho en concreto. a

/,"-*ú^.4 +,
/ :. ""-\
l:;9!3ÉrMi ! ^.1
\""9' 

- 
¡;j

\;. ."./\.Ly

deriva del latin judicium, que a su vez viene del verbo

derecho y dicere, dare, que srgnrtrca dar. declarar. o apltcat

Gómez Negro, define el juicio como "disputa entre dos o más ciudadanos sobre

l9 persecución de un derecho o castigo de un crimen que termina por la sentenc¡a o

declaración deljuez, la cual en caso de ser condenatoria, se lleva a efecto".

Para Eecriche era eljuicio "la controvers¡a y dec¡sión legítima de una causa, ante

y por el Juez competente".

En sentir de Manresa, el lenguaje forense da el nombre de juic¡o, en su acepción

más propia y general, s Ia "controversia o discusión legítima de un negocio entre dos o

más partes, ante juez competente, para que la sustancie y determine con arreglo a

derecho".

Para nosotros, juicio es el proceso o sucesión de actos que tienden a la
actuación de una reclamación fundada, mediante la intervención de los órganos

jur¡sdiccionales del Estado instituidos especialmente para ello. Este concepto vale tanto

para elju¡c¡o penal, civil, administrativo, o el de cuentas.

El decir del L¡cenciado Mario Aguirre Godoy, el término juicio es de muy antiguo

cuño, siendo en la actual¡dad substituido por el de proceso, concepto de suyo más

ampl¡o. "Denota actividád (de procedere, que s¡gnifica actuar), y en esa virtud

comprénde todos los actos real¡zados por las partes, sea cual sea su origen, y además,

comprende también las actividades de mera ejecución, que quedaban excluidas con el

término juicio que forzosamente ¡mplica una controversia de partess".

1 Pallares Eduardo, Diccionario Oerccho Procesal C¡vil, pág. 362
u Loges, ¡. op. é¡r, pá0.34
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Ha sido costumbre reducir a tres clases de t¡po el proceso, tomando en au"nü*o
sus más genéricas y por tanto más ampl¡as notas dist¡ntivas. Esta clasif¡cación

tr¡membre es decir que costa de tres partes, perm¡te distinguir las actividades

procesales en: cautelares o prevent¡vas, las de conoc¡m¡ento y las de mera ejecución,

no es aceptada unánimemente por la doctrina, ni se encuentra generalizada en los más

modernos cuerpos legislativos, sin embargo siguiendo al procesalista Manuél de Ia

Plaza, diremos que apegándose a un plan metodológ¡co, es el más conveniente para

ofrecer un panorama de nuestros procesos y procedimientos, en un cuadro de más fácil

comprensión.6

Después de hacer un análisis de todas las definiciones encontradas, el juicio de

cuentas se puede defin¡r como: "Aquel Ju¡cio que Íealiza un órgano jurisd¡ccional

éspecial pará frscal¡zar Ia actuación de ¡a adm¡nistración, con la finalidad de asegurar el

correcto funcionamiento de la administración y la auséncia de malversac¡ón de caudales

públ¡cos".

Por otro lado el Juicio de Cuentas es def¡nido por el Artículo 70 del decreto 1 126

que establece que el Ju¡cio de Cuentas tiene por objeto establecer de manera

definitiva s¡ el patrimonio nacional o de las instituciones, entidades o empresas sujetas a

fiscal¡zación, ha sufrido pérdidas én el manejo de su hacienda, la restitución o pago

correspondientes en caso de responsabilidad y la impos¡ción de sanciones de acuerdo

con la ley.

Consecuentemente con lo anterior, los reparos de egreso, que por costumbre se

viene formulando, en la actualidad debe desaparecer como pretensiones que deben

ventilarse en juicio, pasando a la facultad puramente administrativa de la Contraloría de

Cuentas, quien deberá darles el curso que determinan leyes especificas que los

establezca.

u LoBos, J. op. c¡t., pág.34,35

5



1,3, Objeto de losjuic¡os de Cuentas

De conformidad con los Ariiculos 70 y 77 de la Ley del Tribunal de Cuentas el
objeto del juic¡o de cuentas tiene por objeto. Artículo 70. Ef juicio de cuentas tiene por
objeto establecer de manera definitiva si el pairimon¡o nac¡onal o de las institucíones,
entidades o empresas sujeias a fiscalización ha sufrido pérdidas en el manejo de su
hacienda, la restitución o pago correspondientes en caso de responsabilidad y la
¡mpos¡ción de sanciones de acuerdo con 

'a 
ley. y Artículo 77._ .Las sentenctas de

primera instancia que se dicten deberán declarar s¡ se aprueban los hallazgos que
contiene el expediente formulado por la Contraloría General de Cuentas o si por el
contrario, se consideran desvanecidos o infundados,'.

La finalidad dél procedimiento es obtener el pago de los adeudos por coneeptos
dé tributós, multas, intereses y recargos a favor del Fisco, las municipalidades,
entidades autónomas y las inst¡tuc¡ones descentralizadas siémpre que procedan de un
fallo condenatorio de cuentas, muftas y demora en obligaciones tributarias.

En consecuenc¡a analizaremos cual es el objeto de los informes de f¡scalización
de la contr-aloría de lo que podrá observarse sobre que tipo de b¡enes se va ha poder
or¡ginar reparos, y en definitiva, sobre que tipo de perjuicios se han de pronunc¡ar los
juicios de cuentas.

El objeto primórdial con el que se trabaja en el ju¡c¡o de cuentas estflba én los
reparos realizados a los diferenies registros y documentos que coritponen una cuenta
Por lo tanto, el tipo de inegular¡dades persegu¡das en un juicio de cuentas son aque as
que puedan ser puestas de manifiesto en el transcurso del aná¡isis de dichos reg¡stros y
documentos. Todo ello nos lleva a afirmar que los juicios de cuentas se refieren a
numérico y a valores, dando que son estos tipos de bienes sobre las cuentas que dan
¡nformación

6
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El.Artículo 220 de la Constituc¡ón Po¡itic€ de la Repúbl¡ca de cuatemala regrla ütÚ'
existencia de la función jud¡cial en materia de cuentas, pero no espec¡fica en que

consiste la misma En consecuencia el Decreto 1126 del Congreso de la República,

hace una d¡st¡nción entre los juicios de los Juicios de Cuentas y de los procedjmientos

éóónóm¡co-coact¡vo. Respecto a esto el Artículo 45 establece que su finalidad es la

obtención del pago de los adeudos a favor del sector público. Por otro lado el Decreto

1126, sstablece; el juicio de cuentas tiene por objeto establecer de manera definitiva si

el patrimonio nac¡onal, ha sufrido pérdidas en el manéjo de su hac¡enda, Ia restituc¡ón o

pago coffespondientes en caso de responsabilidad y la imposición de sanciones de

acuerdo con la ley

Finalmente el Articulo 77, del mismo cuerpo legal, hace referencia que en las

sentenc¡as dictadas en pr¡mera instanc¡a deben declarar si se apruebán los reparós,

fomuladoo por la ContralorÍa General de Cuentas y si se consideran desvanecidos o

infundados.

De esto se desprende que, por un lado se le atr¡buye al Tribunal de Cuentas la

competencia para reso¡ver sobre responsabilidades, pero también se le atribuyen

competencias en materia sancionadora. Esto implica mezclar unos pronunciamientos

que quedan mucho mas cercanos a la responsabilidad civil, donde el perjudicado es el

sector publico, con otros pronunciamientos mas cercanos al derecho sancionador, ya

sea penal o administrativamente.

1.4. Organ¡zación

El tribunal de cuentas es el que ejerce con independencia absoluta, Ias

funciones judiciales en materia de cuentas, atendiendo que es un tribunal de

jurisdicción privativa ya que conoce de una área especial de derecho, su función

judicial en materia de cuentas será ejerc¡da por los jueces de primera instancia de lo

económico coactivo y el tribunal de segunda ¡nstancia de cuentas y conflictos de

jur¡sdicción según el acuerdo numero 32-2003, de fecha 30 de jul¡o del dos m¡l tres y
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publicado en el diario de Centro América el 4 de agosto del dos mil tr"". fl "r)]:g
establece en el Artículo 1o. Se adscribe el tribunal de conflictos de jurisd¡cción al tribunal

de segunda instancia de cuentas, con el objeto que, con carácter mixto, conozca de

ambas materias, de conformidad aon las atribuciones que legalmente le corresponden

a cada uno de dichos órganos colegiados.

Para el o.rmpl¡miento de sus fines, el Tribunal de Cuentas se organiza de la

s¡guiente manera: Juzgados de primera ¡nstancia de ¡o Económico Coactivo, los que

están compuestos por un Juez, un Secretario, oficiales, not¡ficadores y un comisario. El

número de oficiales y notifcadores varía según la naturaliza y el volumen de trabajo de

cada tribunal. Los tribunales están distr¡buidos en toda la República.

El Tr¡bunal de segunda instanc¡a de Cuentas y conflictos de jurisdicción, se

encuentra integrado por tres magistrados propietarios y tres suplentes electos por el

Congreso de la República , cuenta con secretario y oficiales, el primero de los

magistrados electos por el Congreso es el Pres¡dente, y en su orden dé élección,

vocales 'lo. Y 20. Consta además del Departamento de Estadística y Archivo. La

SecretarÍa del Tribunal de segunda instancia de Cuentas y confl¡ctos de jurisdicción, y

las demás que sean necesarias para el mejor desempeño de su sus func¡ones. Tanto

los magistrados como el secretario, gozan de las mismas preeminencias de los

magistrados y secretarios de las salas de apelaciones.

La secret¿riá es el órgano de comun¡cación entre el Tribunal de cuentas y sus

distintas dependencias, asimismo será el órgano de comunicación con el publico.

Los requisitos para ser juez de cuentas, se encuentran regulados tanto en la

Constitución Política de la República de Guatemala así como en el Decreto numero

1126 Ley del Tribunal de Cuentas. Establec¡dos en los Artículos 2O7,217, y en el

Artículo 36 respectivamente los cuales son:
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a) Ser guatemalteco, mayor de edad y estar en el ejercicio de sus

derechos de c¡udadano:

b) Tener título de Abogado, Contador Público o Per¡to Cóntador y

haber ejerc¡do dichas profesiones por un térm¡no mayor de cinco

años, o ser experto en asuntos fiscales, hacendarios o jud¡c¡ales,

con práctica no menor de quince años debidamente comprobada;

c) Haber sido electo en la forma que la Constitución establece; y

d) No haber sido condenado por delito contra Ia propiedad, cohecho,

prevaricato, falsedad, fraude, malversac¡ón de caudales públicos,

perjurio o exacciones ilegales, y no tener condena pendiente en

ju¡cio de cuentas.

1,5- Jurisd¡cción

En la activ¡dad procesal de las diferentes ramas del derecho, se hace imperioso

conocer acerca de los órganos jurisd¡ccionales y su competencia porque en ellos

deberá emplearse el derecho, es decir deberá resolver asuntos que jurisd¡ccionalmente

les compete, ya sea por razón de la materia del territorio o de la cuantía.

La jur¡sdicción es considerada como el poder o el derecho de juzgar, a lo cual va

agregado el mando o el imperio, por lo tanto se entiende la potestad del Estado en la

aplicación de justicia y ejecución de decisiones, es decir quienes ópresentan el poder

estatal podrán juzgar desde situaciones jurisdiccionales, realizando dicha actividad los

jueces los que son considerados personas ¡dóneas para ¡mponer just¡cia ante

cuest¡ones litigiosas de Ios interesados, dándo¡e a cada quien lo que le corresponde.

De conformidad con el Artículo 203 de Ia Constituc¡ón Politica de la República,

en su tercer y cuarto párrafo establece "La función jurisdiccional se ejerce, con

exclus¡v¡dad absoluta, por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales que
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la ley establezca. Ninguna otra autoridad podrá intervenir en la administración de

justicia.

El Artículo 57de la Ley del Organismo judicial preceptúa: "La justic¡a se ¡mparte

de conformid¿d con la Constitución Política de ¡a Repúb¡ica y demás ¡eyes que integra

él órdénamiento jurídico del país. La función jurisdiccional se ejerce con exclus¡vidad

absoluta por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales establecidos por la

Iey, a los cuales les coresponde la potestad de juzgar y promover la ejecuc¡ón de lo
juzgado. La jusi¡cia es gratu¡ta e igual para todos. Ninguna otra autoridad podrá

intervenir ni interferir en la administración de justicia.

Una vez que ya analizamos la jur¡sd¡cción en general, es preciso establecer Ia

jurisdicción en materia de cuentas, que realmente es la que nos interesa, al respecto el

Artículo 220 de la Const¡tuc¡ón Política de la República de Guatemala, preceptúa lo

siguiente: "La función judicial en materia de cuentas será ejercida por los jueces de

primera instancia y elTdbunal de Segunda lnstancia de Cuentas. Contfa las sentencias

y autos definit¡vos de cuentas que pongan f¡n al proceso en los asuntos de mayor

cuantía, procede el recurso de casación. Este recurso es inadmis¡ble en los

proced¡mientos económico-coactivos". Es dec¡r que solo en el Juic¡o de cuentas se

puede interponer recurso de casación, dejando excluido dicho recurso para el

procedim¡ento económ¡co-coactivo, que es la vía ejecutiva por asi decido que t¡ene el

Estado para ejécutar un expediente el cual ya se declaro en primera instanc¡€ que

sobre el m¡smo existe un informe de auditoria con reparo no desvanec¡do.

La func¡ón jurisdiccional se ejerce con exclusividad absoluta por la Corte

Suprema de just¡cia y por los demás tribunales establecidos por la ley, a los cuales

corresponde la potestad de juzgar y promover la ejecución de lo juzgado, la jurisdicción

es única y es la potestad que tjene el Estado de administrar justicia a través de los

órganos jurisdiccionales.

10
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La JUrisdicción en materia de cuentas se ejerce:

Por el Tribunal de Cuentas en Segunda lnstancia;

Por los jueces de pr¡mera instancia de lo económico-coactivo;

En los Juicios de Cuentas existen dos ¡nstancias, la primera es ejercida por los

Jueces de Primera lnstancia económica-coactiva. Y la segunda la ejerce El Tribunal de

Segunda lnstanc¡a de Cuentas y Conflictos de Jurisdicción, nombrados conforme al

Arlículo 2O7 y 217 de la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala.

La jurisdicción en mater¡a de cuentas es privativa e ¡mprorrogable, los jueces

t¡enen la obligación de decidir los asuntos sometidos a su potestad; así mismo la

Contraloría General de Cuentas. La jurisd¡cción económica,coact¡va se ejerce por lo9

jueces privat¡vos de la materia del Tribunal de Cuentas, en el departamento de

Guatemala y por los jueces de Primera lnstancia, en los otros departamentos, Según

los esteblecen los Artículos 42 y 45 del decreto 1126 y el Artículo 220 de la

Constitución Política de la República.

'1.6. Competencia

La def¡n¡ción de competencia tiende a confundirse con la definición de

jur¡sdicc¡ón, pero como bien sabemos son dos ¡nstituciones totalmente distintas en

materia procesal, que si bien en c¡erto en algún momento se ¡nteffelacionaban hasta el

grado que una no exista sin la otra. Y es que de todas las definiciones que existen, la

competencia no es más que el derecho que tiene un juez o tribunal para el

conocimiento, tramite o resolución de un asunto.judic¡al, mientras qué por otro lado ¡a

jurisdicción es la potestad o facultad que tienen los órganos jurisd¡ccionales de

administrar justjcia, es por eso que muchos la defnen a Ia competenc¡a como el limite

de la jurisdicc¡ón.

a)

b)

11



Es decir que es el lím¡te delerminado por

jurisdiccionales puedan ejercer su jurisd¡cc¡ón, todos

competencia.

/.,ííñ;\
l')"s¡¡q'-¡!;

/!L{ , _\

f:; ltfttn¡r -ra rli_e i i-.'

\",..

ley para que los órganos

jueces tienen jurisdicción y

la

los

La jurisdicción es el género y la competencia la especie. Puede óonóebirse

existencia de jueces sin competencia y con jurisdicción, pero no puede pen6ar6e en

ex¡stencia de jueces s¡n jurisdicción y con competencia.

El procesalista Jaime Guasp, define la competencia como la atribución a un

determinado órgano jurisdiccional de determinadas pretensiones con preferencia a los

demás órganos de la jurisd¡cción y por extensión, la regla o conjunto de reglas que

decidén sóbre d¡cha atribución.7

Por cons¡guiente, sigue diciendo: "la competencia tiene dentro del proceso la

misión especifica de completar u ordenar las soluciones presentadas in génere por las

normas sobre la función jurisdiccional. Una vez que estas normas han dicho que la
jur¡sdicción c¡vil española puede conocer de cierta pretensión, las reglas de la

competencia intérvienen para fijar cuál de los órganos que componen aquélla está

capacitado para actuar con preferencia a los demás; este papel compleméntario e

integrador del lnstituto de la competencia se expresa acertadamente al descr¡birla como

"la medida de la jur¡sd¡cción".

lgualmente se deduce del concepto éxpuesto, que la verdadera naturaleza

jurídica de la competencia, es ser un presupuesto procesal. Desde luego, si un

determinado órgano judic¡al carece de competenc¡a no podrá examinar el fondo de la
pretens¡ón que ante él se interpone y a la ¡nversa, podrá hacedo, si concur¡endo los

demás requ¡sitos, tiene competencia; puede decirse, que la competencia constituye uno

de los presupuestos procesales preferentes al órgano judicial. La jurisdicción, es el

primer presupuesto procesal telativo al órgano del Estado en el proceso: la mmpetenc¡a

7 Loeos, J. op. c¡r., pág. 30

la

la

12
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el segundo presupuesto; la aptitud del órgano jurisd¡ccional frente a las pa¡tes el

tercero. De aquí que la jurisdicción sea condición necesaria pero no suficiente para la

competencia; a la inversa, no es conceb¡ble un juez o tribunal competente que no

pertenezca a la jurisdicción".

En la actual¡dad, quien debe conocer de estos expedientes es el juez de primera

instancia de lo económico coact¡vo que tramita el procedimiento ordinario, y la

sentencia que emita constituye el titu¡o ejecutivo el cual se desarrollara mas adelante

Pefo [esulta que muchas causas que quedaron sin tram¡tar cuando entró en vigor

el Decreto 1126 del Congreso, y el juez siguió tramitando analógicamente estos

expedientes sin tener ya competenc¡a. Sucedió otra cosa rara, y es la de que en aque!

tiempo el Decr"eto 515 del Congreso, los jueces de cuentas no ejecutaban sus

sentenc¡as sino el juez llamado de lo económico-coactivo, violando un principio

mundialmente reconocido, de que el juez que dicta la sentencia es le único que debe

ejecutarla. Pero si aquella ley así lo estableció, era no obstante el gran error legal que él

conociera de ¡a ejecución, pero en la actua¡idad, tipif¡cando una monstruos¡dad jurídica,

sigue ejecutando las mismas sentencias aún cuando el Decreto 1126 lé quitó esta

facultad, estipulando el Artículo 82 lo siguiente: "todas las sentencias condenatorias del

Tr¡bunal de Cuentas, serán e.jecutadas por el procedimiento económico-coactivo. para

substanciar este procedimiento, son competentes los mismos Tribunales de primera y

Segunda lnstancia que conocieron en el Ju¡c¡o de Cuentas".

Con la clarjdad de este precepto, es ob¡igado que los actuales jueces de cuentas,

ejecuten por el proced¡miento económ¡co-coactivo sus respectivos fallos y eviten rem¡t¡r

las ejecutorias al juzgado mal llamado de lo económico-coactivo, pues es otro juzgado

de cuentas, que la ley le faculta aplicar el procedimiento económ¡co-coactivo, que no es

otro que un ejecutivo común o bien un proced¡miento de ejecución especial, pero sólo

para aquellos casos de ejecuc¡ón, que no provengan de juicio de cuentas, tales como

los adeudos por pago de impuestos, las ejecuciones del lnstituto Guatemalteco dé

13



á"ü5
Á::'- .;\

F"#i..t\\4rl
Seguridad Social, etc., cuyas reclamaciones por virtud de la ley, constituyen título

ejecutivo.

Fuera del caso señalado no existen más problemas de competénc¡a entre los

juzgados de cuentas, pues el Artículo 54 del Decreto 1126 del Congreso, no da lugar a

ello cuando refiere que están sornetidas a la Jur¡sdicción del Tr¡bunal, las ofic¡nas y

pelsonas sujetas a fiscalización a que se refiere el Artículo 2o. De esa m¡sma ley, es

importante dejar claro que este Artículo fue derogado, por el decreto 31-2002,

interpretando que en dicha norma existe un vacio legal, ya que no se refiere a dicho

ArtÍculo, y tomando en cuenta las reglas de interpretación de las Ieyes según la Ley del

Organ¡omo Judic¡al, el cual establece en el Artículo 10 "Las normas se interpretarán

conforme a su texto según el sentido propio de sus palabras, y a su contexto y de

acuerdo con las disposiciones constitueionales. Cuando una ley es clara, no se

deoatenderá 6u tenor literal con el pretexto de consultar su espíritu. El coniunto de una

ley servirá para ilustrar el contenido de cada una de sus partes, pero los pasajes de la

m¡sma, se podrán aclarar, atend¡endo al orden siguientes:

A Iá finalidad y al espídtu de la misma;

A la historia fidedigna de su institución;

A las disposiciones de otras leyes sobre casos o s¡tuac¡ones

análogas;

Al modo que parezca más conforme a la equidad y a los princ¡pios

generales del derecho.

a)

b)

c)

d)

En conclus¡ón, se logramos determ¡nar que dicho Artículo se debe interpretar

atendiendo a la h¡stor¡a fldedigna de la instituc¡ón, por lo que nos remite al decreto 31-

2002, Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, el Artículo 2 dicho cuerpo

¡egal establece.

14
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Artículo 2 "Corresponde a la Contraloría GeneÍal de Cuentas la función

f¡scalizadora en forma exteÍna de los activos y pasivos, derechos ingresos y egresos y,

en general, todo interés hacendario de los organismos del Estado, entidades

autónomas y descentral¡zadas, Ias munic¡palidades y sus empresas, y demás

instituciones que conforman el sector publico no financiero; de toda persona, eniidad o

institución qué reciba fondos del Estado o haga colectas públicas; de empresas no

f¡nancierasencuyocapitalparticipee|Estado.bajocualquierdenominaciónaSícomo

las empresas en que estas tengan participación.

También están sujetos a su fiscalizac¡ón, los contratistas de obras públicas y

cua¡qu¡er peFona nac¡onal o extranjera que, por delegación del Estado, reciba, invierta

o admin¡stre fondos pÚblicos, en lo que se refiere al mane.io de estos

Se exceptúan las entidades del sector públ¡co sujetas por ley a otras instancias

fiscalizadoras.

La ContralorÍa General de Cuentas deberá velar también por la probidad,

transparencia y honestidad en ¡a administración pública, así mmo también por la

cal¡dad del gasto Público. "

Se encuentra centralizada en esta cap¡tal la actividad de los juzgados dé

cuentas y perfectamente def¡nida en los departamentos la función económ¡co-coactiva'

no existen virtualmente más problemas de competencia que los señalados Sin

embargo, si los hubiera, toca al fribunal de Cuentas en Segunda lnstancia resolverlos

Como a los fines de este trabajo no interesan las clases de competenc¡a que

doctrinariamente suelen hacerse, no hacemos especial referencia a ellas.

15
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1,7, Naturalezajurídica

El ju¡c¡o de cuentas es uno de los procedimientos seguidos en el Tribunal de

Cuentas y aparece, regulado, básicamente, en ¡a Ley del Tribunal de Cuentas,

aprobada mediante el Decreto número 1126 del 29 de noviembre de 1956. Pór tanto,

para el anál¡sis de dichos procedimientos es indispensable hacer referenc¡a a dicho

Tribunal de Cuentas

Para fijar la ubicación del Tribunal de Cuentas dentro del entramado ¡nstitucional,

nos hemos de remontar a la norma básica de la República. Es decir, la Constitución,

donde se prevé la ex¡stenc¡a del referido Tr¡bunal. Concretamente, el Artículo 220 de la

Constitución prevé la existencia de tr¡bunales de Cuentas, establec¡endo lo s¡guiente:

"La función jud¡cial en mater¡a de cuentas será ejercida por los jueces de primera

lnstancia y el Tribunal de Segunda lnstanc¡a de Cuentas. Contra las sentenc¡as y los

autos def¡n¡tivos de cuentas que pongan fin al proceso en los asuntos de mayor

cuantía, procede el recuFo de casación. Este recurso es ¡nadm¡s¡ble en los

procedimientos económico-coactivos".

Por lo tanto, en la medida que los ju¡cios de cuentas son procedimientos que

versan sobre cuentas, seguidos en el Tribunal de Cuentas, hay que concluir que dichos

procedimientos -los juicios de cuentas- son procedimientos judic¡ales.

Por otro lado, es sign¡ficativo el supuesto que el legislador const¡tucional da a las

resoluciones judiciales en los procedimientos de ju¡cios de cuentas. En este sentido, en

los Artículos 164y 197 del Texto constitucional se establecen prohib¡c¡ones (en primer

caso para ser diputado y en el segundo para ser ministro de Estado) a quienes,

hab¡endo sido condenados en ju¡cio de cuentas, no hub¡eren solventado sus

responsab¡lidades.

16



Una primera definición de lo que son los juicios de cuentas la podemos encontrar

en el Artículo 70 de la Ley del Tribunal de Cuentas antes mencionadá. De acuerdo

con ese Artículo, los juic¡os de cuentas son procedimientos que t¡enen pof objeto

analizar si se ha producido un pdrjuicio económico al erario público, estableciendo, en

su caso, las correspondientes responsabilidades y sanciones que ello haya causados.

'1.8. Caracteristícas:

El proceso de conocimiento en mater¡a de cuentas se diferencia del proceso

correspondiente civil, en las modal¡dades que le ¡mprimen sus principios informativos,

limitándose aquí a consignar sucintamente que los caracteres del Ju¡c¡o de Cuentas

derivados de la singularidad de esos pr¡nc¡pios direct¡vos, las c€racterísticas son las que

se enunc¡an a cont¡nuación:

A. Em¡nentemente Públ¡co:

Es un juic¡o su¡ géneris, es dec¡r único en su espeeie, pues es eminentemente

públ¡co, se impulsa de oficio por el juez, razón por la cual no puede alegarse abandono

del mismo; el cual esta regulado de una forma no desan"ollada, por lo que según el

Añículo 107 del decreto 1126 del Congreso de la República, deben aplicarse

supletoriamente en lo que no se oponga a dicho cuerpo legal y por dispos¡ción legal, el

Código Procesal Civil y Mercant¡|, decreto ley Numero 107 y el decreto 2-89 del

Congreso de la Repúbl¡ca, Ley del Organismo Judicial. e

B. Ant¡ formal¡sta

Es ráp¡do es su tramitación, barato y antifomalista, pero no por ello carente de

técnica. Goza en primera instancia de una aud¡encia de quince días, periodo probatorio

también de quince días y carece de señalamiento de día para la vista. La segunda

3 Rossinyol V¡dal Carles Manual de Derecho Administrat¡vo pág.249
' B¡blioteca.umg.edLr.gUdigitalil 3237
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¡nstancia también es breve, concede cuarenta y ocho horas al apelante para que haga

uso del recurso, s¡ ofrece prueba se le concede un término de seis días. S¡ no hub¡ere

pruebas que rendir o cuando éstas hub¡eren sido presentadas se dictará sentenc¡a

dentro de un término de ocho díaé, durante los cuales podrán presentar las partes sus

alegatos Por otra parte a diferencia de otros procesos, según el criterio legal, debe

iniciarse por medio de providencia. Al tenor de Io establecido en elArtículo 103 en Ia ley

especif¡ca, es dec¡r el decreto 1126 del Congreso de la Repúbl¡ca, podemos decir que

es antiformalista, sin embargo existe una contrad¡cción en la m¡sma ley, porque al

refer¡rse en el Artículo 107 que debe recurrir supletoriamente cuando esta ley no lo

contemple al Código Procesal Civil y mercantil, en donde se establece todas las

formal¡dades con las que debe cumplirse para poder in¡ciar y tramitar un juic¡o de

Cuentas.

C. Personalista

Porque siempre la parte demanda será el funcionario que haya ejerc¡do un cargo

public¡ o bien cualquier persona que maneje fondos públ¡cos por delegación del

Estado, y como consecuencia de su actividad como tal, por el manejo de los bienes que

tuvo a su cargo y el demandante no puede ser nadie más que el Estado, por medio del

máx¡mo órgano de control gubemamental, que en el caso de Guatemala es la

Contraloría General de Cuentas.

D. Especial¡zado

Porque este proceso ún¡camente versa sobre asuntos que la contraloria General

de Cuentas mnoce ejerciendo su func¡ón fiscalizadora, de los ingresos, egresos y en

general, de todo interés hacendario de los organismos del Estado, contratistas de obras

publicas y de cualquier persona, que por delegación del Estado, invierta o administre

fondos públ¡cos.

18
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por la forma de su tramitación no podemos encuadrar su naturaleza juríd¡ca
dentro de un proceso administrat¡vo, fiscal, laboral o mucho menos civil pero compane
en gran número las características que le son propias a dichos procesos.

Sin embargo por las mismas características se puede afirmar que del Juicio d€
Cuentas, es un típico proceso de conocim¡ento o cognición y emjnentemente publico.
Trata, como dice camerutt¡, de obtener decraraciones sobre pretens¡ones discut¡das o
bien dicho reclamadas por parte del Estado de resarc¡r la pérdida sufrida en su
patr¡monio a los responsables de su administración, a través de la Contraloría General
de Cuentas.

1,9. Régimen jurídico

El proced¡m¡ento de ju¡c¡o de cuentas, regulado en Ia Ley dej Tribunal de
Cuentas, parte de los pliegos de reparos definitivos formulados por ta Contraloda
General de Cuentas. Dichos pl¡egos contienen los reparos hechos a una determinada
cuenta que no ha sido posible desvanecer. Estos pliegos han de ser formu¡ados,
forzosamente, por la Contraloría de Cuentas, y es la misma Contraloría quien tiene la
obligación de enviarlos al Tribunal de Cuentas, para que se pueda in¡ciar el
correspond¡ente juicio de cuentas. 10

La jurisdicción contable se estructura básicamente a part¡r de dos instanc¡as, los
jueces de primera instancia y los jueces de segunda instancia. También se prevé la
pos¡bilidad de ¡nterponer recurso de casación cuando el imputado nb sea funcionario o
emp¡eado público.

El juez de primera instancia, una vez haya recibido los autos, ha de dar audiencia
a los ¡nieresados por un plazo de quince días, entregándoles copia literal del pliego de
reparos. Seguidamente se puede in¡c¡ar un período de prueba, el juez de primera
instancia ha de dictar sentencia.

10 Rossi¡yo V. op. C¡t. pág. 2s0
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Ante las sentencias dictadas por los jueces de primer grado se pueden interponer
diversos recursos: Ios de revocac¡ón, revisión, aclarac¡ón, ampliación y apelación Este
últ¡mo ha de ser resuelto por el tribunal de segunda instancia.

De acuerdo con el Artículo 82 de la Ley del Tribunal

sentenc¡as condenatorias del Tribunal de Cuentas han dé
proced¡miento económico-6oactivo

de

ser

Cuentas, todas las

ejecutadas por el

Dé la regulación de los juicios de cuentas en el decreto 1126, del Congreso de ¡a
Repúblic€, se desprenden una serie de características que seguidamente se anuncian,
y que posteriormente se desarrollan:

1 Se trata de unos proced¡m¡entos que han de partir forzosamente de
reparos formulados por la Contraloría de Cuentas.

2. La sentencia de¡juiGio de cuentas dictada en ¡a primera instancia se ha de
pronunciar, solamente, sobre los reparos a las cuentas fotmuladas por la
Contraloría.

3. En estos proced¡m¡entos, solamente están legitimados las personas que
tengan a su cargo la custod¡a y manejo de fondos públicos o haga
colectas públicas; de empresas no financieras en cuya capital no partjcipe

el Estado, del municipio, de las ¡nstituciones estatales autónqmas,
semiautónomas o descentralizadas, así como sobre lás demás ent¡dades
o personas ¡ndjv¡duales o jurídicas que reciban fondos del Estado.
También, los contratistas de obras públicas y cualquier persona nacional
o extranjera que, por delegac¡ón de Estado invierta o administre fondos
públicos.

20



De las anter¡ores cáracterísticas se pone de manifiesto la estrecha vinculación

entre la actividad judicia¡ llevada a cabo por elTribunal de Cuentas médiante eljuicio de

cuentas y la actividad fiscalizadora llevada a cabo por la Contraloría General de

Cuentas, Esta posibilidad de reaiizar denunc¡as o que los órganos judiciales emitan

pronunciamientos jurisdicc¡onales en los que se exceda de los límites establecidos en

los reparos formulados por la Contraloria General de Cuentas.

'l-10" Problema derivado de la vinculación de la actuación jurisdiccional a

actuac¡ones de carácter fiscal¡zador

La ¡ey de Tribunal de Cuentas vincula de forma muy estrecha dos tipos de

aotuaciones de características y finalidades absolutamente diferentes. Por un lado, una

actuación de tipo jurisdiccional como son los ju¡cios de cuentas, y por otro, les

actuaciones relacionadas con el controi de la gestión económico-financiera del sector

público, como es la activ¡dad fiscalizadora. 11

Es tan diferente la naturaleza de ambas actividades que incluso la propia

Constitución las regula en apartados diferentes, as¡gnándolas a organismos distintos.

En primer lugar, el Articulo 22O de la Constitución Política de la República de

Guatemala prevé y regula los Tribunales de Cuentas, as¡gnándoles la función judicial en

materia de cuentas. En segundo lugar, e¡ capítulo lll, del Titulo V del m¡smo cuerpo

legal, bajo el epígrafe "Régimen de Control y Fiscalización", prevé y regula la

Contraloría General de Cuentas. A esta última ¡nstituc¡ón le atribuye Ia función de

f¡scaljzar la géstión económ¡co-financiera de los fondos públicos.

Aunque ambos func¡ones tienen como objeto los fondos públicos, la actividad del

Tr¡bunal de Cuentas y de la Contraloría, con relac¡ón a dichos fondos, es d¡stinta. La

función judicial es una expresión dél poder judicial, atribuyendo a un determinado

11 Rossinyo V. op. cit. pág.251
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supuesto de hecho relacionado con las cuentas públicas, una consecuencia jurídica, de
acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente. La segunda func¡ón, la fiscalizadora, es
una manifestación de las potestades de control del poder legislativo sobre el podef
ejecutivo, que se materializan a través de un órgano especializado en temas de gestión
económico financ¡éra del sector públ¡co.

Esta sustanc¡al diferencia es recogida, también, por la Ley del Tribunal de
Cuentas, que regula de forma separada ambas ¡nstituciones. No obstante, en los
Aníqulos 55 y 77 de la Ley del Tr¡bunal de Cuentas, se establece un fuerfe vínculo de
dependencia de la actividad del Tribunal de Cuentas con respecto a la acttvtdad de la
contralorÍa de cuentas. Esta dependencia consiste en que no es posible iniciar un juicio

dé cuentas s¡ previamente no ha habido una act¡vidad fiscalizadora, llevada a cabo por
la Contraloría de Cuentas, respecto la cual, d¡cha instituc¡ón f¡scal¡zadora hayá
apreciado la éx¡stenc¡a de anomalías (documentadas mediante los reparos).

Después de lo expuesto anteriorménte, parece inadecuada esta dependencia,
que ¡mpide el ¡nicio de un juicio de cuentas s¡n que préviamente exista una glosa con
reparos no desvanecidos, formulados forzosamente por la Contraloría de Cuentas; es
decir, parece inadecuado hacer depender un procedimiento judicial de una actividad
fiscalizadora.

Con este tipo de dependenc¡a se pueden producir situaciones que fác¡lmente
puedan ser consideradas como disfunciones del sistema. Ello es así porque, en
definitiva, con la actual regulac¡ón del juicio de cuentas, si cua¡quier ciudadano
presenta ind¡cios suf¡cientes de que se han producido actuac¡ones contrarias al
ordenamiento jurídico, que además han conllevado perjuicios económ¡cos al erario
público, el Tribunal en este caso el Tr¡bunal de Cuentas no puede inic¡ar un
procedim¡ento para ex¡gir las correspond¡entes responsabil¡dades.
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Anto supuestos como el comentado en el anterior párrafo, parece que se

garantizarían meior los intereses del Estado si, en este tipo de proced¡m¡entos, el

ordenamiento jurídico positivo establec¡era mecanismos que perm¡tieran el ejercicio de

la acción pública, de manera qué cualquier ciudadano pudiera desencadenar el ¡nicio

de un juicio de cuentas 12

Por otra parte, también se puede plantear otro supuesto conflictivo, como es la

posibilidad de que, en el transcurso del juicio de cuentas, aparezcan informaciones

complementarias, que amplíen las anomalías puestas de manifiesto en la flscalización

llevada a csbo por la Contraloría de Cuentas. Ante dicho supuesto, obviamente caben

dos pos¡b¡l¡dades: ampl¡ar el objeto del juicio de euentas, resolviendo también sobre las

posibles responsabil¡dades derivadas de las nuevas informaciones obtenidas o, por el

contrario, que el órgano judicial se abstenga de todo pronunciamiento sobre dichas

informac¡ones obten¡das al margen de las acciones fiscalizadoras de la Contraloría de

Cuenta6, pudiendo estas nuevas ¡nformaciones, en su caso, ser objeto de la

correspondiente fiscalización, los posteriores reparos y finalmente, nuevo iuicio de

cuentas.

Es evidente que, al margen de cualquier otra considerac¡ón, por el solo princip¡o

de economia procesal, se impone la necesidad de que el órgano judicial pueda

pronunciarse sobre cualquier otra inegularidad que se manif¡este en el transcurso del

correspondiente juicio de cuentas. No obstante, no parece que ésta sea la opción

adoptada por el legislador, dado que la rotundidad del redactado del aft. 77 de la Ley

del Tribunal de Cuentas no admite duda. En dicho Articulo se configura la sentencia

dictada en primera ¡nstancia como un pronunciamiento sobre los reparos emiiidos por la

Contraloría de Cuentas, y no sobre unos hechos puestos de man¡fiesto por dicha

Contraloría de Cuentas, y que son objeto de análisis en un juicio de cuentas.

12 Rossinyo V. op. c¡t. pág. 252
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De forma cohelente con la Ley del Tribunal de Cuentas, el Artículo 56 del

Reglamento que dósaÍolla la regulación sobre la Contraloría de Cuentas establece los

ásos an los que, una vez concluido el examen de una cuenta, hay que formular pl¡egos

de reparos adicionales.

1,11. La legitimación en los procedimientos de ju¡cio de cuentas.

Un elemento fundamental en todo procedimiento judicial son las partes qqe en él

intervienen Es decir, la concreción de quien está legitimado de forma activa y de forma

pa6¡va, para intervenir, en este caso, en ¡os juicios de cuentas.

En cuanto a Ia legitimación activa, el Artículo 58 de la Ley Orgánica del

Tribunal de la Contraloría de Cuentas establece que la Contraloría será pafie en el

juicio de cuentas. Por otro lado, el Articulo 32 numeral 3 del Reglamento de la Ley

Orgánica de la Contraloría de Cuentas, atribuye a los contralores la competencia de ser

parte en los juicios de cuentas der¡vados de las revisiones, glosas, liqu¡daciones,

auditorias, etc., que hayan efectuado. Dicha legit¡mación les faculta para ser parte del

juicio hasta que se dicte sentencia en segunda instancia.

El hecho de leg¡timar activamente a los contralores en los juicios de cuentas,

respecto a los cuales han llevado a cabo la función fiscalizadora previa, puede

repercut¡r de forma negat¡va en la finalidad que han de perseguir los juic¡os de cuentas,

que bás¡camente ha de ser la reposición de la legalidad en materia de cuentas.

Esto es así por dos razones de carácter eminentemente préctico. En pr¡mer

lugar, es fácil suponer que el contralor se desincentive, en el momento de plantearse

hacer un reparo a una cuenta, por el hecho de tener que ser parte de un procedimiento

judic¡al posterior. En segundo lugar, el contralor se const¡tuye en "juez" y "parte" ante un

mismo caso. Aunque es c¡erto que primero es'juez" y posteriormenté "parte", resulta

evidente que esta s¡tuac¡ón puede mermar la objetiv¡dad e independenc¡a de cr¡terio de

los distintos actores que han de intervenir en el juic¡o de cuentas.

24



,.ñ*-,x/";r'hi{'.'
/'c , -\

\-r¡#*lr:.i
\d,/

En Tesumen, y en lo que se refiere a la leg¡timación activa en los juicios de

cuentas, se puede afirmar que podría implicar una mejora en el régimen jurídico de

estos proced¡mieñtos la incorporac¡ón de las s'gu¡entes modificaciones: por un lado,

perm¡t¡r el ejerc¡cio de la acc¡ón pública en este tipo de procedim¡entos, y por otro, évitar
que las mismas personas que han interven¡do en una fiscal¡zación puedan mmparécer

como parte en eljuic¡o de cuentas que se haya podido or¡ginar.

En cuanto a ¡a regulac¡ón de la legitimación pasiva, ésta consiste en la
determinación de quien puede ser declarado responsable en un determinado t¡po de
procedimiento, siendo, por tanto, susceptible de ser obligado a responder de los

posibles perjuicios que se le imputen.

Por lo tanto se refiere a los juicios de cuentas, la Ley Orgánica del Tribunal y

Contralorí€ de Cuentas establece, en su Artículo 54, que estarán somet¡dos a la
jurisdicción del Tribunal de Cuentas las ofc¡nas y personas sujetas a fiscalización, de
acuerdo mn lo establecido en elArtículo 2 de la misma Ley Orgánica.

Esta regulac¡ón puede plantear, entre otros, los s¡guientes ¡nterrogantes:

Los declarados responsables, ¿han de ser personas físicas, o pueden ser
también personas jurídicas?

. Los declarados responsab¡es, ¿han de ser funcionarios, o tener algún tipo de

relación de especial ¡ntensidad con la Administrac¡ón, o por él contrario, pueden

ser particulares?

En cuanto a la atribución de responsabilidades a personas físicas, la normativa
no ofrece ningún problema, en ¡a med¡da que al poner en relación los Artículos 54 y 2
de la Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas, se desprende claramente que
las personas físicas están sometidas a la jurisdjcción contable.
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En cuanto a las personas jurídicas, el mencionado Articulo 54 de la Ley

Orgán¡ca también somete a la jurisdicc¡ón del Tribunal de Cuentas a las,,oficinas,,

sujetas a fscalizac¡ón de la Contraloría de Cuentas parece que distrngue entre la
t\scs\zac\ón qe persona que [enen a su cargg \a custodia y manejo de fgndos púb]lcos

es decir, personas que desde dentro del sector público gestionan los caudales públ¡cos,

de aquellas que reciben fondos públicos procedentes de alguna Adm¡n¡strac¡ón,

prev¡endo só¡o én éste últ¡mo caso, que puede tratarse tanto de personas físicas como

de entidades.

Esta regulación no ofrecería ninguna duda si pudiéramos equiparar las,,oficinas.
que se mencionan en el Articulo 54 de la Ley Orgánica a los entes perceptores de
fondos públ¡cos a que se refiere el Artículo 2 de la misma Ley Orgánica. pero parece

que con el término "oficinas" el Iegislador, más que refer¡rse a antes receptores de
fondos procedentes dé una Adm¡nistrac¡ón pública, se está refiriendo a órganos del
propio sector público.

Ante esta ambigüedad, c€ben var¡as opciones, entre las cuales proponemos que

la mejor, por ser la que contribuye de forma más clara y indudable a consegujr el
resarcimiénto del sector públ¡co por los perju¡cios que se le hayan causado, es la
consistente en que, en caso de atribuirse las responsab¡lidades a un gestor púb¡ico,

éstas se exijan siempré a título personal, mientras que si las responsabilidades se
atribuyen a entidades privadas, aquéllas otras se puedan exigir a la prop¡a entidad
privada; téngase en cuenta que por entidades privadas no me refiero a entidades en
forma jurídjca privada dominadas, en algún modo, por el sector públ¡co, sino a
entidades totalmente privadas en todos sus aspectos, incluso en lo concern¡ente a su
propiedad. l3

13 Rossinyo V. Op. c¡t. pág.254
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Esta opción se justifica por el hecho de que si atribuimos responsabilidades a

pemonas jurídicas públicas o a un seryicio, órgano, o similar del sector público,

únicamente éstaremos redistribuyendo dentro del sector público el perjuicio económico

causado por una persona fís¡ca determinada. por otra parté, al perm¡t¡r atribu¡r

responsabil¡dades a personas jurídicas privadas fac¡litamos el resarcimjento de los
perjuicios económ¡cos causados al erario público.

En la anter¡or argumentación se ha hecho referencia al Artículo 2 ds la Ley

Orgánica del Tribunal y Contra¡oría de Cuentas. En esta norma se contempla de forma

explicita el sometimiento a la función fiscal¡zadora de la Contraloría y, por lo tanto,

también a la judicial del Tr¡bunal de Cuentas, de los que perciban fondos del Estado.

Por cons¡guiente, la cuestión relativa a si los declarados responsables han de sór
funcionarios o tener algún tipo de relación de especial intens¡dad con la Adm¡nistración,

o por el contrario, pueden ser particulares, queda clarilcada. De acuerdo con lo

expuesto, los benefic¡ar¡os de fondos públicos, como puede ser una empresa privada

perceptora de subvenciones, están sometidos a la jurisdicción del Tribunal de Cuentas.

Por tanto, no es necesar¡o ser funcionado o tener una relación de especial ¡ntens¡dad

cón la Administración para ser sujeto pas¡vo en ¡os proced¡m¡entos de juicio de cuentas.

1.12. Perjuicios objeto de los juicios de cuentas

Las sentencias dictadas en juicios de cuentas, en primera jnstancia, han de
pronunciarse sobre los reparos conten¡dos en los corespondientes expedientes
formulados por la Contra¡oría de Cuentas, declarando su aprobación o, por el contrar¡o,

considerándolos desvanecidos o infundados

Por tanto, los tipos de perjuicios objéto de los juicios de cuentas serán aquellos
que pueden aparecer en los reparos, real¡zados por la Contraloría de Cuentas. en el
transcurso de una fiscal¡zación.

27
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En consecuencia, si analizamos cual es el objeto de los informes de fiscalización

de la Contraloría conoceremos sobre qué tipo de bienes se van a poder originar

reparos, y en defln¡tiva, sobre que tipo de perjuicios se h¿n de pronundar tos Juicios de
cuentas.

De acuerdo con todo esto, al anal¡zar el Artículo 2 de la Ley Orgánica del

Tribunal y Contraloría de Cuentas, se desprende que la funcjón fiscalizadora de la
Contraloría de Cuentas se ext¡ende a quienes tienen a su cargo o gestionan fondos
públicos u otros bienes del sector público. Este concepto es ampliado por el Artículo 35

del Reglamento de la Ley Oroán¡ca de la Contraloría de Cuentas. En d¡cho Artículo 66

mencionan, además, los valores públicos

Con relac¡ón a los fondos, bienes y valores de titularidad pública, la Contraloría,

de acuerdo con el Artículo 46 del mencionado Reglamento, ha de analizar los registros
y documentos que componen las cuentas, verificando si están completos, cotejando
saldos, comprobando la legalidad de la documentación que los sustenta, verificando los
cálculos, y cotejando la información. A Íesultas de estas operaciones, el contralor ha de
formular el pliego provisional de reparos, que en caso de no desvanecerse, constituirá
el pl¡ego de reparos definit¡vo, el cual se trasladará al Tribunal de Cuentas para el jnicio

del correspond¡ente juicio de cuentas. 1a

Así pues, el objeto primordial con el que se trabaja en el ju¡cio de cuentas son
los reparos real¡zados a los d¡ferentes registros y documentos que componen una
cuenta. Por lo tanto, el tipo de irregularidades persegu¡das en un juicio de cuentas son
aquellas que puedan ser puestas de manifiesto en el transcurso del anál¡sis de dichos
registros y documentos. Todo ello nos lleva a afirmar que los juicios de cuentas se
refieren a numerar¡o y a valores, dando que son estos tipos de b¡enes sobre Ios que las
cuentas dan ¡nformación

1¡ Rossinyo V. Op, C¡t. pág. 255
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Fsto comporta que debamos cuestionamos a la forma en que se han de resolver

determinados supuestos, como puede ser el caso de una fiscalización llevada a cabo

por la Contraloría de Cuentas en la cual se pongan de man¡fiesto unos determinados

perjuicios, pero desligados de caudales o efectos públicos. Un ejemplo de ello podría

ser la desaparición de un objeto, dejado en depósito en una Administración por estar

embargado, o la desaparición de un paquete postal. En ambos casos se trata de

anomalías, que en últ¡ma instancia incluso pudieran tener repercusiones económ¡cas,

en orden a posibles indemnizaciones, pero que no recaen directamente sobre

numeraf¡o ni valores.

1,13. Demanda

1.13.1. Definición

Escrito que ¡n¡c¡a el juicio y tiene por objeto determ¡nar las pretens¡ones o

reclamaciones del actor mediante el relato de los hechos que dan lugar a la acción,

¡nvocando del derecho en que se fundamenta y solicitando su petic¡ón de forma clára.

La demanda en elju¡c¡o de cuentas es e¡ escrito in¡c¡al que elabora la sección de
juicios de la Contraloría General de Cuentas, remitiendo al Tribunal de Cuentas,

demanda donde puntual¡za todas las anomalías detectadas por los Auditores

Gubernamentales, adjuntando providencia de traslado al Tribunal y la documentación

que sustenta las anoma¡ías encontradas durante el proceso de fiscalización. Ta¡ como

lo establece el Artículo 56 segundo párrafo, del Decreto 1126 que l¡teralmente

estab¡ece: "La Contraloría, al rem¡tir los mencionados expedientes, dictará la
providencia correspond¡ente, con las observac¡ones del caso,.1s

15 Ardon Gord¡llo, Lu¡s Bigvai La ¡net¡cac¡a de la ejecución de la sentenc¡a de cuentas por med¡o
del procedim¡ento Económ¡co-Coact¡vo por parte de la Contraloría ceneralde Cuentas, pág. l7
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1.13.2, ln¡c¡o del proceso

Previo a la ptesentación de la demanda todos los responsables de las anomalías

o ¡rregularidades encontradás, deben ser not¡ficados legalmente de la no aprobación de
la cuenta, not¡ficac¡ón que se hace por medio de correo prjvado, y dentro de los veinte
días contados a partir de la ultima notificación se inicia el proceso de cuentas con la
presentación del escrito inicial que debe llenar Ios requis¡tos establecidos en elArtículo
61 del Cód¡go Procesa¡ C¡v¡l y Mercant¡l, la Ley del Tribunal de Cuentas, no menqona
r\ada ecerca de los requisitos que debe de llenar toda demanda de cuentas, por lo que

al n0 establecerlos debemos en virtud de la supletoriedad ir a la regulación del Ariículo
107 de la mencionada ley, para adoptar la forma y llenar los requisitos que establece el

Código Procesal Civil y Mercantil, no obstante el ju¡cio de cuentas es un proceso

em¡nentemente "ant¡fomal¡sta pero no por ello carente de técnica,. Con el objeto de

iniciar de forma técnica ei juicio y evitar que la parte demandada pueda excepcionar
como demanda defectuosa, u otra que ataque ¡a forma de la demanda. D¡cha demanda

debe ir f¡rmado por el Contralor General de Cuentas, qu¡en por ser el representante de
la institución y conforme al Artículo 13 l¡teral a) del Decreto 31_2002 comparece a

demandaf, aportándose como prueba todos los documentos que el Auditor
Gubemamental recabe durante el desanollo de la auditor¡a que por mandato legal esta
obligado a cumplir y que se encuentra regulado en el Artículo 49 del Acuerdo
Gubernativo 318-2003, entiéndase papeles de trabajo, certificaciones de actas,
notificaciones de no aprobación de la cuenta y cualquier otro que evidencie las
infracc¡ones a las leyés vigentes en el país y que se relacionen con la admin¡stración de
la hacienda publ¡ca

Habiéndole dado tram¡te a la demanda el Juez de primera lnstanc¡a de Cuentas,
le correrá audiencia a los demandados por quince días, entregándo,es copia literal del
pliego de reparos no desvanecidos, ordenando que señalen dentro del perímetro legal,
el lugar para recibir notificaciones, emplazando tamb¡én ar crédito Hipotecario Nacionar
que en su mayoría de veces es fiador de los responsables, los demandados. contestan
¡a demanda por medio de memoriales tendientes a desvanecer los reparos, donde
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podrán ped¡r que sé abra a prueba. Si no evacuan dicha audiencia ej Juez s¡n más

trámite dicta la sentencia correspondiente a menos que el estime necesario abrirlo a
prueba.

Los demandados podrán interponer las excepciones qu€ consideren

convenientes dentro del tercer día de estar notificados En cuanto a estas, en el Juicio

de Cuentas pueden interponerse todas la excepciones reguladas en el Código procesal

Civ¡l y Mercantil, las que se resolverán en la vía de los incidentes si se trata de
excepciones previas, ya que el Decreto 1126 omitió todo precepto referente a este

punto, por lo que hay que recurrir al Artículo 107 de d¡cha ley, ya que esta nos remite a

util¡zar supletoriamente el Juicio Ordinario.

S¡ fuere necesario eljuez puede abrir a prueba eljuicio por quince días o sesenta

días si es necesario obtener documentos fuera de la República, vencido dicho periodo

de prueba o transcunido el plazo de aud¡encia a los interesados deberá dictar sentencia

dent¡o de un plazo de ocho días. Una vez not¡fcada la sentencia procede el Recurso de
Apelac¡ón el cual debe ser planteado dentro del plazo de tres dias contados a partir de
la última notificación, en este acto el Juez de pr¡mera lnstancia ordena trasladarlo a la
Sala de Segunda lnstancia de Cuentas. El tribunal de segundo grado dará audiencia a
las partes por el plazo de cuarenta y ocho horas, para manifestar sus motivos de
inconformidad y propongan la prueba que cons¡dere conveniente, si el tribuna¡ abre a
prueba el plazo será de seis días, venc¡do el periodo de prueba o finalizado el plazo de
la audiencia conferida por el tribunal de segundo grado, éste dictará la sentencia dentro
de un plazo de ocho dias.

1.13.3. Notificación de la demanda

En virtud de que el Decreto 1126 del Congreso de ¡a República, no regula nada
acerca los actos de comunicación procesal, es decir a la not¡ficación de Ia demanda el
Artículo 107 de este mismo cuerpo legal, nos remite a aplicar supletor¡amente el Código

Procesal Civil y Mercantil, donde se regula lo correspondiente a las notificaciones. Este

JI
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es uno de los temas más d¡scutidos en lo que respecta al Juicjo de Cuentas, pues se

vuelve muy compl¡cado notifcar a los demandados de la pr¡mera resoluc¡ón, por ser la
misma como establece el Artículo 67 del Código procesal Civil y Mercantil, una
notificación persona¡, ya que la mayoria de demandados utilizan una sene de
apariencias para evitar ser notificados, es aquí donde la Contraloría General de
Cuentas, tiene la obligac¡ón de controlar de mejor manera los datos generales de las
personas que son auditadas, pues el problema consiste en que el Auditor

Gubernemental elabora su liquidac¡ón de auditor¡a, que es la base pará iniciar el
proceso de cuentas, y éste no investiga la veracidad de la información que obra en las

instituciones aud¡tadas sobre los demandados, únjc¿mente se conforma con lo que en

las m¡6mas les ¡nforman.

1.13,4. Prueba

Previo a desarrollar el la prueba en el juicio de cuentas es necesar¡o establecer
que opinan los tratadistas al respecto, Alsina señala es la aprobación judicial, por los
modos que la ley establece, de la verdad de un hecho controvertido del cual depende el
derecho que se pretende, por otra parte el diccionario del Licenciado Manuel Oso¡io la

define, como el conjunto de actuaciones que dentro deljuic¡o, cualquiera sea su índole,
se encam¡na a demostrar la verdad o la falsedad de los hechos aduc¡dos por cada una
de las partes, en defensa de sus respectivas pretens¡ones l¡tigiosas.

La actividad del juez de cuentas, se desarrolla mas allá de la actividad de los
jueces en el proceso civil, ya que este se acerca a la actividad deljúez penal y laboral, y
además de verifcar, investigar la verdad real, inquiere los hechos en loda su real¡dad y
no solamente en la verdad formal de las partes. Algunos juristas consideran que el
periodo probatorio es escaso, tomando en cuenta que los responsables, deben obtener
prueba documental y algunos veces certif¡caciones tomadas de oficinas publicas y
arch¡vos, sin embargo se cree que este tiempo es sufic¡ente, pues los responsables en
muchas ocasiones se encuentran aún en el ejercicio de sus cargos, lo que podría

ayudar a que se fabr¡caran pruebas.
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Dentro de este proceso pueden proponerse todas las pruebas que estab¡ece el

Cód¡go Procesal Civil y Mercantil, pues como ya lo indicamos antes la ley especifica no
regula nada al respecto, en el caso de la Contraloría General de Cuentas la ún¡ca

prueba que aportan y d¡ligencian es la prueba documental, ya que a¡ realizar la
auditor¡a, el auditor deja constancja de lo encontrado en documentos, pero se pueden

utilizar los medios probatorios que regula la ley procesal por supleioriedad pero, eljuez
dé cuentas solo admite la documental pero no es correcto porque para proba¡ la nada

adm¡n¡sttación del los bienes y fondos del Estado deberían ut¡l¡zarse todos los medios

de prueba En cuanto a los demandados, ellos s¡ pueden propone en su totalidad los

medios probator¡os, sin embargo el órgano Jurisdiccjonal, no acepta como medios
probatorios, mas que la prueba documental, basándose énóneamente en la naturaleza

del juicio, siendo medios de prueba en este caso, las declaraciones de test¡gos y

reconoc¡m¡ento jud¡cial que son impodantes poÍ que no solo mn documentos es pos¡ble

determinar las circunstancias de defensa y debido proceso, puesto que si no existe
proh¡bición expresa en las leyes de la materia en las que limite la utilización de estos
medios probatorios, por lo que consideramos que no hay razón para no aceptarlos, y el

Órgano Jurisdiccional esta violando los principios constitucionales del debido proceso y
el derecho de défensa

1.13.5. La sentencia

Para desarrollar este tema, es necesario recuÍrir a diferentes conceptos que a lo
largo de Ia h¡storia han prasmado ros estud¡osos der Derecho dentro de los cuales cabe
menc¡onar al jurista Juan Montero Aroca y l\¡auro Chacón Corado, señala que es acto
procesal del juez o tribunal en er que decide sobre la estimación o desestimación (totar

o parcial) de la pretensión ejercitada por el actor, con base en su conform¡dad o
disconformidad con el ordenam¡ento jurÍdicor6. para el Doctor Marjo Aguirre Godoy, la
sentenc¡a es el acto procesal por excelencia de los que están atribuidos al órgano

16 Jua¡ lrontero Aroca, IvlaL¡rc Chacón Corado, Manual de Derecho procesal C¡vil Guatematteco.
volumen ll. pá9.203.
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jur¡sdiccional. Mediante ella termina normalmente el proceso y cumple el Estado la

delicada tarea dé actuar e¡ derecho objetivo.rT

A mi parecer la sentenc¡a es la

rechaza la demanda, atendiendo a

puede ser condenatoria o absolutoria.

resolución final em¡tida por un juez, que acepta o

las pruebas presentadas por las partes, la qué

La decisión del juez en el Juicio de Cuentas puede ser: a) condenatoria, es dec¡r

que es aquella en que se acepta en todo o en parte las pretensiones de la Contraloría

General de Cuentas y que fueron plasmadas en la demanda; b) absolutor¡a, cuando la

lnstitución Fiscalizadora, no ha podido probar los hechos en que apoya su pretensión o
por no contar con fundamentos juríd¡cos, desestimando la petic¡ón de la mjsma; y c)
conden€torie pgrcial, que consiste en confirmar en parte las pretens¡ones de Ia

Contraloría, por no ser consistentes a¡gunos de los reparos formulados por el Auditor

Gubernamental o los responsables logran desvanecer algunos de los mismos.

1.13.6. lmpugnacionés

Los medios de impugnación son medios legales puestos a disposición de las
partes de un proceso para intentar la anulacjón o la modificación de las resoluciones
judic¡ales, es decir es el poder concedido a las partes tend¡ente a lograr la modif¡cación,

renovación, anulación o sustituc¡ón de un acto procesal que se considera injusto.

Es decir dependiendo de lo dictado por parte del órgano Jur¡ldjccional, se busca
dejar s¡n efecto o modificar o corregir lo dictado. Lo que persigue es corregtr un error
cometido por el Órgano Jurisdiccional al momento de dictar lo pert¡nente, sin embargo
cabe señalar que lo gue se esta evitando es que el mismo cometa una jlegalidad.

17 Mario Aguire codoy, Derecho Prccesat Civ¡t, Tomo L pág. 22S.
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Para los Jur¡stas Juan Montero y Mauro Chacón Corado, Ios med¡os de

impugnación son: "instrumentos legales puestos a d¡sposjción de las partes de un
proceso para intentar la anulación o la mod¡ficac¡ón de las reso¡uc¡ones judic¡ales.,'18

Para estos tratad¡stas para que existan los medios de ¡mpugnación deben de ex¡stir: a)

Un acto procesal de parte en el que se pide la anulación o la modificación de una

resolución judicial; b) el conocimiento de esa petición por un órgano judicial dentro del

m¡smo proceso en el que la resolución se d¡cto; c) otra resolución judicial por la que se

conf¡rme, se anule o se modifique la resolución anterior. S¡ no concurren estos
requ¡sitos no se esta ante una verdadera impugnación.1e

La Ley de Tr¡bunal de Cuentas en su Artículo 97 establece: en los ju¡c¡os de

cuentas serán procedentes los recursos sigu¡entes revocator¡a, revis¡ón, aclaración,

ampliación y apelación; los recursos de queja y de hecho que se interpondrán contra los
jueces de primera instancia y también procede el recurso de casación contra los fallos

de Segunda lnstancia, cuando el sujeto de glosa a juicio no sea funcionar¡o o empleado

publ¡co. Previo a ¡niciar es conven¡ente aclarar que en la tramitación de los mismos se
debe recurrir supletoriamente al Código procesal Civil en lo que sea apl¡cable, pues la
obsoleta Ley del Tribunal de Cuentas, no desarrolla estos recursos a excepc¡ón del

Recurso de Revisión.

1.13.6.1 Recurso de revoeator¡a

Para la doctr¡na es un remedio procesal, que procede en contra las prov¡dencias

mere-¡nterlocutorias es decir los decretos o resoluciones de mero tfamite, dictados por

el m¡smo órgano jurisdiccional. Este Recurso procede en contra de los decretos,
cuando no se esta de acuerdo con lo resuelto. Al respecto señala el Jurista Mario López
Larrave "que se ha venido defendiendo el recurso de revocatoria, como aquel que tiene
por objeto la enmienda de resoluciones de mero tram¡te, por el mismo tr¡buna¡ que las
dicto 20

13 Montero A Chacdn M. Ob. Cit. páq. 261
'' lúontero A. Chacón M. Ob. C¡t. páq. 264
" Mario López Larave, lntroducc¡ón al Derecho procesal del Trabajo Gualém¿lteco pág. 85
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El Código Procesal C¡v¡l y Mercantil, regula al respecto en sus Artículos: 598. Los

decretos que se dicten para la tramitación del proceso son revocables de oficio por el

juez que los dicto. La parte que se considere afectada tamb¡én puede ped¡r la

revocatoria de los decretos, dentro de las veinticuatro horas s¡guientes a lá última

notif¡cación 599 El juez o tribunal ante quien se interponga el recurso de revocator¡a

deberá resolverlo, sin más trámite, dentro de las ve¡nticuatro horas siguientes. S¡n

embargo en la Ley de Tr¡bunal de Cuentas en su Artículo 98. Se establece que los

decretos pueden se revocables de dos maneras: de oflcio y a instanciá de parté, con la

única diferenc¡a que s¡ es de onc¡o ya no se le llama Recurso sino Revocator¡a de oficio.

Otra diferencia entre la revocatoria regulada en Cód¡go Procesal C¡vil y Mercantil y la

Ley de Tr¡bunal de Cuentes, es el plazo para interponerlo ya que este no puede ser

mayor a cuarenta y ocho horas.

1.13.5,2 Recurso de revisión:

Este recurso es considerado también como aquel que se otorga en

circunstancias espec¡ales contra la una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada

o fin de que se repare un errorjudicial. 21

En el Artículo 102 de la Ley de Tribunal de Cuentas, este recurso procede

interponerse en cualquier momento, siempre que no haya consumado la prescripción

en este caso és de c¡nco años según el Cód¡go Civil en su Artículo '1508 y deberá

conocer el tribunal que dicto la sentencia, procediendo ún¡camente en los casos

siguienies:

a) Cuando haya habido enor de calcu¡o;

b) Cuando el interesado obtenga nuevos documentos que, de

manera evidente y leg¡tima, desvirtúen los reparos s¡empre que

se exprese clara y sat¡sfactor¡amente a juic¡o de la autoridad que

':l Ardon L. op. cit. pág. 25



c)

e)

f) Cuando hab¡endo fundado la sentencia en él método de tanieo. El

cuentadante presente posteriormente la cuenta completa que

estaba obligado a rendir o comprobantes legÍt¡mamente

admisibles de las partes de ésta que se hub¡eren formado a base

de conjeturas.

El Recurso de Revis¡ón regulado en Ia Ley del Tribunal de Cuentas, no tiene un
tramite especif¡co es dicha ley, ya que esta deja abierto la forma de poder tramitarlo ya
que establece al respecto que se puede interponer en cualquier tiémpo, muy pocos lo
han interpuesto pero lo interponen como un incidente de hecho, con esto se provoca

una laguna en el procedimiento, porque no esta clara la forma de tramitarlo, es por eso
que no es muy frecuente que se ¡nterponga por parte de los demandados.

Es importante hacer menc¡ón a lo especial de este Recurso, ya que en materia
Civil no existe pero si en Mater¡al penal. Algunos ju¡jstas calif¡can a este Recuso como
extraordinario, por el hecho de proceder independientemente de ¡a firmeza del acto

d)

/í:-?->
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conozca de la revisión, el motivo por el que no se pfesentaron los

documentos en su oportunidad;

Cuando se descubra con posterioridad a la sentencia que se trata

de revisar, que está se fundó en documentos falsos:

Cuando dos o más personas hayan sido condenadas en virtud de

sentencias contradictorias por un mismo reparo o por una mtsma

causa, que no pueda haber s¡do reparada legítimamente si no en

una cuenta:

Cuando por el examen de otra cuenta se descubra en la que haya

sido objeto de décisión defin¡tiva, omisión de cargo, doble data o

falsas aplicaciones de los fondos públ¡cos; y

37



,4íi-ñ--,.\
/.14i.Nt.t.../ad

/!e _ ¡; á\
lri {¡qar{trÁ:!!J

Y"r,--."¡/
\<e.,Ér'

recurrido. Cabe señalar que en la revisión no existe la posibilidad de replantear toda la
cuestión objeto de debate, sino que se limita al análisis de la incidenc¡a que los hechos
desconocidos hubieran podido tener en la resolución adoptada, hasta el punto de
modificar o revocar e¡ sentido de la sentencia.

1,13.6,3 Recurso de aclarac¡ón y ampliación

El recurso de Aclarac¡ón es aquel que procede cuando una resolución es
obscura o amb¡gua, el que se debe interponer ante el mismo juez que dicto la
resolución y éste resuelve.

El recurso de Ampliación es el que procede cuando el órgano jurisdiccional

omite resolver en una o var¡as de las pretensiones planteadas o que por error haya
omitido pronunciarse al momento de resolver.

Ambos los regula la Ley de¡ Tribuna¡ de Cuentas en su Artículo 100, y por no
existir un trámite regulado en dicha ley, se debe de recurrir a los Artículos 597 del
Código Procesal Civil y Mercantil y 142 de la Ley del Organismo Judicial. en donde se
regula el tramite: se debe interponer dentro dej plazo de veinticuatro horas, contados
desde la ultima notificación a las partes, se correrá audiencia por dos días a la otra
parte y se resolverá dentro de los tres días siguientes.

1.13.6.4 Recurso de apelación

Para algunos tratadistas es conocido con el nombre de recuso de Alzada, ya que
se tiene que elevar al órgano jurjsd¡ccional superior. El Art¡culo .10.1 de la Ley de
Tribunal de Cuentas, establece que la apelación podrá interponerse dentro del término
de tres díás, contados desde la fecha de la ultima notificación, a las partes, et tribunal
dará audienc¡a al recurrente por cuarenta y ocho ho¡as para que exprese los mot¡vos de
su inconformidad, si se proponen nuevas pruebas fijara el term¡no de seis días para
recibirlas, el tribunal dictará sentencia dentro der termino de ochos días. su procedencia
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se limita en contra de sentenc¡as o autos que pongan lin al juic¡o. Finalmente real¡za

una limitación que a nuestro criterio es ridícula, pues no se adapta a la realidad procesal

actual, pues no procede interponerla cuando los reparos, no exceda de c¡ncuenta

quétzales, situac¡ón que en actualidad ya no se da.

'1.13.6,5 Ocurso de hecho

Este recurso procede cuando es denegado el recurso de Apelación por eljuez de
primera ¡nstancia y este cumple con todos los requ¡sitos de ley s¡endo en consecuenc¡a

admisible para su tram¡tación. Y es por medio de este recurso que se obliga al juez a
que le de trámite al mismo. Por no existir el trámite regulado en la ley especifica, nos

debemos remitir supletoriamente al Código Procesal Civil y Mercant¡t en los Artículos

611 y 612 donde se establece, que se interpone en tres días coniados a partir de

notificada la denegatoria del recurso de apelación, el tribunal superior remitirá al juez

inferior para que ¡nforme en el perentorio termino de veint¡cuatro horas de notif¡cada la

denegator¡a, con vista del informe se resoiverá dentro de las veinticuatro horas.

1.13.6.6 Recurso de casación

La Ley de Tribunal de Cuentas, en su Artículo 97 en el ultimo párrafo regula que

el recurso de casación procede en contra de los fallos de segunda inslanc¡a siempre y

cuando el sujéto de glosa (esta figura ya no existe en la nueva Ley Orgánjca de la
Contraloría General de Cuentas), o juicio no sea funcionario o empleado público, este

Artículo l¡m¡ta la ¡nterposición de este recurso, pues si los responsables son funcionarios
o empleados públicos no pueden gozar de las garantías de este recurso. y el Artículo
220 de la Constitución Política de la República de Guatemala regula que es procedente

este recurso en contra de las sentencias y autos definitivos que pongan fin al proceso

en los asuntos de mayor cuantía, situación que en el asunto que nos compete no ex¡ste

la del¡m¡tac¡ón de mayor cuantia.
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Por no estar regulado en la ley específica su trámite, supletor¡amente nos rem¡te

al Código procesa¡ C¡v¡l y Mercant¡l en sus Artículos 6i9 a 635 el que 6e debe

interponer en el plazo de quince días, contados desde la ultima not¡ficación de la
resolución, rec¡bido por el tr¡bunal el escrito que contiene el recurso, ped¡rá los autos

originales; y si hallare el recurso arreglado a la ley, señalará día y hora para la vista, En

caso contrario, Io rechazará de plano sin más trámite. El día y hora fijados para la vista

pueden concurrir las partes y sus abogados y estos alegar de palabra o por escrito. La

vista será públ¡ca cuando Io pida cualquiera de ¡os interesados o así lo d¡sponga la

Corte Suprema de Justicia. Y se resuelve en un plazo de qu¡nce días.

1-13-7 Tribunales competentes para su lramítación

1.13.7.1 JuzEado dé cuentas

Ubicado en la diecinueve calle y novena avenida, de la zona uno de la ciudad de

Guatemala, es el único en el cual se pueden interponer las demandas de cuentas,

pues por la naturaleza jurídica del proceso, es un Juzgado especializado y especiflco
para la tramitación de estos procesos, este juzgado no puede entrar a conocer nada
que no sea en materia de cuentas. Este se encuentra conformado por un juez,

secretario, dos ofjcjales y dos not¡ficadores y un comisario.

1.13.7.2 Tribunal de segunda instancia de cuentas

Constituido por tres magistrados titulares, un secretario, un notific€dor, un

comisario, se encuentra ubicada en el quinceavo njvel de la torre de tribunales, La Ley
Tr¡bunal de Cuentas, claramente establece en su Artículo 53 que le tribunal de cuentas

conocerá en Segunda lnstanc¡a en los Juicios de Cuentas, del¡mitando así la
jur¡sdicción y competencia del tribunal.
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La Conlraloría General de Cuentas y su func¡ón fiscalizadora de la
adm¡n¡strac¡ón pública

2,1 La Contraloría General de Cuentas y sus funciones

La Contraloría General de Cuentas tiene por objeto hacerse cargo de la
fiscalización del debido egreso e invefsión de los fondos del fisco, con Ia verif¡cación de
exámenes y juzgamientos de las cllentas, las que deben rend¡r las personas que

tsngan a su responsabilidad fondos o bienes del Estado, o bien, de servicios prestados

por ¡nst¡tuciones de éste, las cuales están sometidas a su acc¡ón fiscalizadora,

Su actividad primordial, es el fin que le encomienda la Ley y su Reglamento, así
como otros preceptos conexos. Esta activ¡dad ésta d¡rig¡da por el Contraloría General
de Cuentas, quien es un funcionario electo por el Congreso de la República, mediante
un procedimiento estabrecido en ra constitución porít¡ca de ra Repúbrica de Guatemara,
de conformidad con el Artículo 233 el que establece: 'Elección del Contralor General de
Cuentas. Ei jefe de la Contraloría General de Cuentas, será electo para un periodo de
cuatro años, por el Congreso de la República, por mayoría absoluta de diputados que
conformen dicho Organismo. Solo podrá ser removido por el Congreso de la Repúbl¡ca,
en los casos de negligencia, delito y falta de idoneidad. Rendirá informe de su gestión al
Congreso de la República, cada vez que sea requerido y de of¡cio dos veces al año.
Gozará de igualés inmunidades que los magistrados de la Corte de Apélaciones. En
ningún caso el Contralor General de Cuentas podrá ser reelecto. El Congreso de la
república hará la elección a que se ref¡ere este Articulo de una nómina de seis
candidatos propuestos por una comisión de postulación integrada por un representante
de los rectores de las un¡versidades del país, quien la preside; los decanos de las
facultades que incluyan la canera de Contaduría publica y Aud¡tor¡a de cada
universidad del país y un numero equ¡valente de representantes electos por la
Asamblea General del Colegio de EconomÍstas, Contadores públicos y Auditores y
administradores de empresas. para la elección de candidatos se requer¡rá el voto de
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por lo menos las dos terceras partes de los miembros de dicha comisión. En las
votaciones tanto para integrar la comisión de postulación como para la integrac¡ón de la
nómina de candidatos, no se aceptará ninguna representación',.

La Contraloría General de Cuentas abarca, valores expresados en su ley
orgánica; especÍficamente en el Artículo 2, como lo son: probidad, transparencia y

honestidad y ¡a administración pública así como tamb¡én por la cal¡dad del gasto

público. Valores por los que debe vela¡ en el afán exigente del pueblo de alcanzar la

calidad dél gasto público, con la implementac¡ón de un control prevjo, inmediato y

eorrect¡vo en el manejo de los b¡enes públicos o bien dicho patr¡monio fiscal.

Por eso otorgar sumas de d¡nero, así por así para el gasto del Estado, no es
recomendable porque se pone en riesgo la administración del gasto público; ello hizo
imperativo la imposición legal de la fiscal¡zación y para esta función se crea la

Contraloría General de Cuentas.

2.2 La corrupción y la Contraloría General de Cuéntas como garante de que no
suceda

Para conseguir que los funcionarios y las ¡nstituc¡ones públicas hagan b¡en su
trabajo y cumplan con sus responsabilidades, hay que tener información sobre qué

hacen y sobre cómo lo hacen; es decir, para hacer, primero hay que saber. Este papel
le ha tocado a la Contraloría General de Cuentas porque este es su función principal.

La corrupción es uno de los principales problemas del país, que nos afecta a
todos, pero con más fuerza a los más pobres porque ellos no tienen una sola c€usa ni

una sola soluc¡ón. La corrupción es un problema en toda soc¡edad, que afecta tanto a
las instituc¡ones públ¡cas como a las organizaciones que no son del Estado. por eso,
hay que conocer a fondo cómo es, cómo funciona y cuáles consecuencias provoca,
para buscar las soluciones que ataquen todas sus causas, en todo lugar. En este
sentido la Contraloría General de Cuentas en el cumpl¡m¡ento de su activ¡dad trata de
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resolver est6 problema sistematizado en las ¡nstituc¡ones, por la actitud indecente de
autoridades y empleados públicos.

El término corrupc¡ón viene de la voz latina corrumpere, que significa
descomponer, echar a pefder, pudr¡r, entendida así, la corrupción es una acción, pero
también un resultado. Desde el punto de vista de la acción, es claro que aunque
desiruya, lo hace poco a poco y sin v¡olencia. Es como el óxido de un pedazo de hierro.
como cuándo se descompone una fruta, que no lo hace de repente. por lo tanto, como
resultado, decimos que es corrupto lo que ésta descompuesto, lo que no es o no
fuñc¡ona Gomo debiera, lo que se pudrió o se ensució.2

EI téfmino corrupc¡ón tiene muchas causas, pero no importando cuántas ni
cuáles sean, lo cierto es que cuando ocurre un acto corrupto, o sea que tiene lugar la
corrupción, siempre hay dos actores, dos lados. Estos actores o partes pueden ser
pergonas partiGulares o funcionarios públims que actúan enlre sí y pueden darse
entonces d¡st¡ntos tipos de combinaciones: la interacción entre particulares, la
interacción entre funcionarios públicos y la más conocida, la interacc¡ón entre
particulares y funcionarios públicos.

Es c¡erto que muchas veces se propone y se concede un soborno porque no hay
otr"a forma de lograr lo que se neces¡ta, también hay casos donde es al revés: el
soborno lo solicita el empleado para conceder un privilegio (una atención mejor que a
¡os demás) o, en los casos más graves, para facilitar un contrato.

La corrupción en Guatemala es el aprovechamiento premeditado de la autoridad
o del poder político y/o admin¡strat¡vo, tanto en el ámbito público como el privado, en el
que determinadas personas o grupos hacen en provecho propio.

2 Alarcón López, Minela Meg Caduc¡dad de la instancia: ¡nc¡dente que ha lugar en el Juic¡o de
Cuentas, por el deGcho de defensa constituc¡onal. Sept¡embre 2OtjZ peg. +t-
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Detener¡a o terminarla será para la Contraloría General de Cuentas un reto,

porque "la corupción es una s¡tuación ¡nmoral e ilegal. Consiste en que algujen le paga

a otra persona para que haga algo, cuando en real¡dad, esta persona tiene Ia obljgación

de hacerlo gratis. O le paga para que deje de cumplir mn su deber, o para que haga lo
que no es debido. EI pago puede ser en d¡nero, en especie o con cualqu¡er favor y

muchas veces escapa al conttol". Por otra parte, se produce la corrupción en compras

efectuadás por entidades del Estado mediante la colusión o la concusión. en los

eventos de Cotización o Licitación o las construcciones de infraestructura.

Colusión. es el vicio de un procedimiento de oferta, por el cual una persona,

presenta 9u oferta en un valor menor a of¡c¡nas o ¡nstituciones que neces¡tan un

serv¡c¡o, en consp¡rac¡ón con otros oferentes que ofrecen valores más altos con elf¡n de
que se favorezca al que presento una oferta con menor precio. El Artículo 11 del

Reglamento de le Ley de Contrataciones del Estado establece: que se entiende por

colusión la existencia de acuerdo entre dos o más oferentes para lograr en forma ilícita

la adjudicac¡ón. Determinada fehacientemente la existencia de colusión entre oferentes,

las ofertas presentadas por ellos serán rechazadas y la Junta de Lic¡tación queda

obligada a dar ios avisos respectivos para cancelar la inscripc¡ón en el Reg¡stro de
precalificados correspondientes, sin perjuicio de otras sanciones contempladas en leyes

espec¡ales.

Concusión: de conformidad con el Artículo 449 del Código penal, se produce de
dos formas:

a. Cuando el funcionario o empleado público que, d¡recta o indirectamente o por actos
simulados, se ¡nteresa en cualquier contrato u operación en que ¡ntervenga por

razón de su cargo. Esia disposición es apl¡cable a los árb¡tros, per¡tos, contadores,
tutores, albaceas y síndicos, con respecto a las funciones que como tales
desempeñen.
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b. Cuando el func¡ona¡io o empleado público actúa

interponiendo su influencia para obtener una resolución

dictamen que debe pronunciarse ante la misma.

con propós¡to de lucro,

de cualqu¡er autoridad, o

2.3 Def¡n¡c¡ón legal de La Contraloria General de Cuentas

La Constitución Política de la República la define como "Una institución técnica,

descentralizada, con func¡ones de fiscalización de los ingresos, egresos y en general

de todo interés hacendario de los organismos del Estado, los municip¡os, entjdades

descentralizadas y autónomas así como cualquier persona que reciba fondos del

Estado que haga colectas públ¡c€s.

Esta definición constitucional explica la naturaleza jurídica de la institución que

fiscaliza el patrimonio púfrlico; y así se enmarca en el Artículo 1 del Decre¡o Número 31-

2002 del Congreso de la República, que es la actua¡ Ley Orgánica de la Contraloría

General de Cuentas.

Su ámbito de competencia se plasma en el Artículo 2, de la misma ley, que

establece: "Corresponde a la Contraloría General de Cuentas la función fiscalizadora

en forma externa de los activos y pas¡vos, derechos, ingresos y egresos, y en general

todo interés hacendar¡o de los organismos del Estado, ent¡dades autónomas y

descentralizadas, las munic¡pal¡dades y sus empresas y demás instituc¡ones que

conforman el sector público no financjero, de toda persona, ent¡dad o institución que

reciba fondos del Estado o hagan colectas públicas, de empresás no financ¡eras en

cuyo capital participe el Estado, bajo cualqu¡er denominación, así como las empresas
en las que éstas tengan participación. También están sujetos a su fiscalizac¡ón los

contratistas de obras públicas y cualqu¡er persona nacional o extranjera que, por

delegación del Estado, reciba, inv¡erta o administre fondos públicos en lo que se refiere

al manejo de estos".
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Este cuerpo legal también regula

Cuentas tiene dentro de sus atribuciones
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en el Artículo 4, que la Contraloría Gene¡al de

las siguientes:

a. Ser órgano rector del control gubernamental. Las disposiciones, políticas y

proced¡mientos que dicte en el ámbito de su competencia, son de observanc¡a y

cumpl¡m¡ento obligatorio para los organismos, instituciones, entidades y demás
personas a que se refiere elArtículo 2 de la presente ley.

b. Efectuar el examen de operac¡ones y iransacc¡ones financ¡eras_admin¡strat¡vas a

través de la práctica de auditorías con enfoque integral a los organismos,

instituciones, ent¡dades y demás personas a que se refiere el Artículo 2 de esta Ley.

emitiendo el informe sobre lo examinado de acuerdo con las normas de auditoríe
generalmente aceptadas y de auditoría gubemamental v¡gentes.

Promover de oficio y ser parte actora de los Juicios de Cuentas en

funcionarios y empleados públicos que no hubieren desvanecido

cargos formulados por la Contraloría General de Cuentas;

contra de los

los reparos o

d Coadyuvar con el l\¡inisterio Publ¡co en Ia investigación de los del¡tos en contra de la
hacienda publjca.

Atribuc¡ones f¡scalizadoras

Analizando el cumplimiento de estas atribuciones, Ia Contraloría General de
Cuentas al realizar sus exámenes de auditoda, detecta muchas anomalías en el
manejo de la administración de ra hacienda púbrica. como consecuencia los Auditores
Gubernamentales al comprobar la cal¡dad del gasto público o b¡en la omisión de
ingresos en el arca, efectúan como acto prop¡o, jnformes de auditoria, requiriendo
cuafquier pago que se considere que fue como producto de actos irregulares, y sj aún
así no se efectúa el resarcimienio, el aud¡tor elaboÍa lo que se conoce como pliego

Prov¡sional de Cargos, que no es más que la demostración documental de operac¡ones
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irregulares en el manejo de las cuentas e incumplimiento de normas legales, Si este
documento contiene hallazgos se correrá una aud¡encia por un plazo de quince días a
los responsables para que desvanezcan los cargo, ya bien pagado o bien demostrando
haber actuado en forma transparente; si no se comprueba transpa[encia, existe

responsab¡l¡dad administrativa, que según el Licenc¡ado Hugo Morales Calderon, en su

libro Derecho Admin¡strativo l: "Se orig¡na el ¡ncumplim¡ento de las funciones del cargo,
en la forma que establece la ley". S¡ los cargos no se desvanecen, el aud¡tor procede e

formular el Pliego Definitivo de Cargos, y la Contraloría de Cuentas a través de una
forma específica, inic¡a la acción judic¡al con el Juicio de Cuentas.

2.4.1 Esquema del proceso de auditoria

Plan anua¡ de auditoria

(PAA)

Denuncia

Administrativa

Nombramiento

Del Auditor

Actuación del

Auditor
Cargos desvanecidos

Aud¡enc¡a a los

responsables.

Plazo 15 días

lrregularidades

Cargos no desvanecidos

Aprobado (sin

anomalías)

lmprobado (mn

anomalías)

Demanda (juicio de

cuentas)
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\ir:r2.4.2 Esquema del proced¡miento de una infracción admin¡strat¡va

Aat!r¡(ir)n dfl S.!ncióa Art. .10

LOC6C

L¡ Co¡tr¡lorir
R¿\Lrt¡ve itn 5 .li.r!

/\r d¡r¡c¡¡ ¡l
f)r i,!!tfto ¡¡lr¡ator

por 5 {li.rt

Si!i.!lJlicit¡

Fr r fb¡ I0 d i¡!

2.5

l¡tcrt,rn r Fr.rr\'I t, _,nr,,,,c,
Lle R{'posir irjn I Cr¡.rcrivo

Funciones generales

Evaluar los resultados de la gestión dé Ios organismos, institr¡ciones, eniidades y
personas a que hace referencia Ia ley, observando criterios de prcbidad, eficac¡a,
ef¡c¡encia, transparencia, economía y equidad.

Aud¡tar, emitir dictámenes y rend¡r informes de los estados fnancieros, ejecución y
liquidación del Presupuesto Genera¡ de lngresos y Egresos del Estado, y los de las
entidades autónomas y descentral¡zadas, enviando los ¡nformes al Congreso de la
Repúbl¡ca, dentro del plazo contenido en la Constituc¡ón política.

a

b

Nol¡fi.¡{rljrt 5 cl¡.rr
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funcionarios y empleados públicos que no hubieren desvanecido los reparos o

cargos formulados por Ia Contraloría General de Cuentas.

d. Requerir a la autoridad nominadora, la suspens¡ón en forma inmediata del

funcionario o empleado público encargado de la custodia, manejo y admin¡stración

de los valores públicos, cuando se hubieren detectado hechos presuntamente

const¡tut¡vos de del¡to, v¡ncu¡ados con sus atribuc¡ones y además denunciar ante la
autoridad competente.

Examinar la contabilidad de los contratistas de obras públicas y de cualquier
persona ¡ndividual o jurídica que, por delegación del Estado, Íeciba, inv¡eña o
adm¡n¡stre fondos públicos, así como en aquellas en que el Estado delegue la

administración, ejecución o supervisión de obras o serv¡c¡os públicos, en lo
relacionado con fondos del Estado. Con esta dispos¡c¡ón se llena en parte un v¡cio

legal contenido en Ia Ley de Contrataciones del Estado, que ha generado conupción
en la esfera de la administración

Funciones especificas

Como órgano rector de control gubernamental. Em¡te disposiciones, en el ámbito

de su competencia, que son de observancia y cumplimiento obligatorio para los

organismos, y demás ent¡dades sujetas a fiscalización.

Efectúa el examen de opérac¡ones y t¡ansacciones financieras-admjnistrativas a

través de la práctica de auditorÍas con enfoque integral a los organismos,

instituciones, entidades y demás personas sujetas a control, mediante normas de
aud¡toria generalmente aceptadas y de auditoría gubernamental v¡gente.

/ Normar el control interno institucional y la gestión de las unidades de auditoría

interna, proponiendo las medidas que contribuyan a mejorar la efciencia y

e.

2.6
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eficacia de las m¡smas, incluyendo las características que deben
integrantes de dichas unidades.

r' Evalúa los resultados de la gest¡ón de los organismos, instituciones, entidades y
personas sujelas a control, bajo los criterios de prob¡dad, eficac¡á, efic¡encia,
transparencia, economía y equidadj

Aud¡ta, em¡te dictamen y rende informe de los estados financ¡eros, ejecución y
Iiqu¡dac¡ón del Presupuesto General de lngresos y Egresos del Estado, y los de
las entidades autónomas y descentralizadas, enviando los lntormes
correspondientes al Congreso de la República, dentro del plazo constitucional.

Promueve de oficio y es parte actora de los Juicios de Cuentas en

funcionarios y emp¡eados públicos que no hub¡eren desvanecido

calgos formulados por la Contraloría General de Cuentas.

contra de los

los reparos o

autoridad nom¡nadora, la suspensión en forma ¡nmed¡ata de¡

empleado públim encargado de la custod¡a, manejo y
administración de los valores públ¡cos, cuando se hubieren detectado hechos
presuntamente constitutivos de delito, vinculados con sus atribuciones y, además,
denunc¡arlos ante las autoridades competentes.

Nombra interventores en los asuntos de su competencia, de carácter temporal, en
los organismos, instituciones o entidades sujetas a control, cuando se compruebe
que se está comprometiendo su estabilidad económ¡ca-financ¡era

Autorizar los formular¡os, destinados a la recepción de fondos y egresos de
bjenes muebles y suministros, a excepción de aquellos referentes a los aspectos
adm¡nistrativos de las ent¡dades a que se refiere el Artículo 2 de esta ley, así
como controlar y fiscalizar su manejo.

r' Promueve mecanismos de lucha contra la corrupción.

Requiere a

funcionario

la

o
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'/ Verifica la veracidad de la información contenida en las declarac¡ones de prob¡dad

presentadas por los funcionar¡os y empleados públicos, de conformidad con la ley
de la materia y con la Ley Orgán¡ca de la Contraloría General de Cuentas

r' Ejerce control de las emisiones de las especies postales, fiscales, de bonos,

cupones y okos documentos o títulos dé la deuda pública emitidos por el Estado,

o del mun¡c¡pio, billetes de lolería nacional o cualesqu¡era otros documentos o

valores que determ¡ne Ia ley.

'/ Promueve un programa de digitalización de documentos y expedientes de las

entidades sujetas a flscalización.

2.7 Competencia en la ContralorÍa General de Cuentas

Corresponde a Ia Contraloría General de Cuentas la función fiscalizadora en

forma extrema de los activos y pasivos del Estado, entidades autónomas y
descentralizadas, las municipalidades y sus empresas, y demás ¡nstituciones que

conforman el seclor público no financiero, de toda persona; de empresas no financieras
en cuyo capital participe el Estado, bajo cualquier denominae¡ón, así como las
empresas en que éstas iengan participac¡ón.

También están sujetos a su fiscalizac¡ón jos contratistas de obras públicas y
cualqu¡er personal nac¡onal o extranjera que por delegacjón el Estado reciba, ¡nvierta o
administre fondos públicos, en lo que se refiere al manejo de estos. Se exceptúan las
entidades del sector púbrico sujetas por Ia ley a otras instancias f¡scar¡zadoras. La
Contraloría General de Cuentas deberá velar también por la probidad, transparencia y
honest¡dad en la adm¡nistración pública, así como tamb¡én por Ia calidad del gasto
público; cuya competencia se desarrolla en dos fases:
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Dentro de las funciones del Derecho Administrativo enmntramos la función
contralol'a, en Ia cual se ¡mplantan var¡os controles, como lo son: a) El mntrol d¡recto, el
cual lo realiza el particular, a través de ros recursos adm¡n¡strativo; b) El contrór Judiciar,
el que ejerce los tr¡bunales de justic¡a ya sea ord¡narios o constituc¡onales; c) El control
interno, que realiza el super¡or jerárquico hacia sus inferiores, etc. E¡ control que nos
¡nteresa en este estudio es el del Gasto público, o b¡en llamado el control
gubernamental que es el conjunto de princip¡os, órganos, normas y procedimientos que

rigen y coordinan el ejercicio del control intemo y externo gubernamental. y este control
le coresponde en primer lugar a la Contraloría General de Cuentas, por ser la
¡nst¡tuc¡ón técnica descentrarizada con funciones fiscal¡zadoras de ros irgresos, egresos
y en general de todo interés hacendario de los organ¡smos del estado, de los
municipios, de las entidades descentralizadas y auiónomas, así como de cualquier
persona que reciba fondos del Est¿do. Esta deflnición contenida dentro del marco
constitucional del proceso de f¡scaljzación, no hace más que asentar el hecho que la
fiscalización es una función sumamente importante para el adecuado funcionamiento
del Estado, controlando a través de la institución, todo fo relacionado al gasto, manejo, y
custodia, adm¡nistración e inversión de los fondos; por ese motivo es de suma
importancia efectuar no sólo una adecuada fiscalización, si no que además asegurar el
cumplimiento de las obl¡gaciones contraídas por las personas que manejan dichos
fondos. Y en segundo lugar al S¡stema lntegrado de Administración Financiera _SIAF_ y
al S¡stema de lnformación de Contratacjones y Adqu¡sic¡ones del Estado _
GUATECOMPRAS-

La Contraloría General de Cuentas para cumplir sus objetivos está compuesta
poÍ direcciones y secciones especiafizadas en su campo; entre las que tenemos la
Dirección de Aud¡toria Gubernamental, Dirección de Asesoría Técn¡ca, D¡rección de
Asuntos jurídicos, D¡rección de Administrac¡ón, Dirección de Finanzas, ra D¡rección de
Auditoria lnterna, D¡rección de Recursos Humanos, Dirección de lnfraestructura publica,
Dirección de Prob¡dad, Dirección de carjdad der Gasto pubrico, ra sección de Ju¡cios,
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dependencias que establecen las oficinas y los

rendir cuentas que se enmarcan en el Artícufo

General de Cuentas

responsables que t¡ene la obligación de

2 de la Ley Orgánrca de la Contralofla

Los informes de auditoria proporcionan er resurtado finar der trabajo der auditor
gubernamental, mediante el cual dan ha conocer por escrito las ¡ncidenc¡as y aceiones
conectivas de cada pract¡ca de examen de conformidad con la naturaleza de las
mjsmas y para su elaboración deben observar las normas de auditor¡a gubernamental y
feyes apl¡cables. si ón estos ¡nformes no existen anomarías o i'egularidades deberán
ser oficializadas por el contralor General de cuentas, med¡ante la autorizáción
correspondiente. Esta autor¡zac¡ón es la firma de aprobacjón, por el contrario si ex¡sten
an0malía6 o inegularidades, deberá proeeder de la s¡guiente forma: los aud¡tores
gubernamentales, con el vjsto bueno del supervisot-, corretán aud¡encia por un plazo de
quince días hábiles improrrogables al responsable para que proceda a desvanecer los
cargos o feparos formulados contenidos en el ¡nfofme respectivo. En dicho ¡nforme
figurarán las sumas reparadas, las c¡tas de las leyes infringidas y deberá ser notificada
por los procedimientos regares; si vencido dicho prazo ros mismos no fueren
desvanec¡dos por los responsables, el informe, conteniendo los cargos conf¡rmados y
documentos de auditoria probatorios serán cursados con la pet¡c¡ón para injc¡ar juicio de
cuentas respectivo a la Sección de Juicios de Ia Contraloría General de Cuentas, donde
se elaborará la demanda respectiva y se procederá dé conformidad con la Ley del
Tribunal de Cuentas. Si en los cargos se detectaron hechos constitut¡vos de delito, el
Auditor deberá formular la denuncia penaf pertinente. para el caso del Juicio de
Cuentas la Sección de Juicios, en base a la Ley del Tr¡bunal de Cuentas etabora la
demanda, debiendo remit'r con ella, el expedjente con el pl¡ego de Cargos, at Tribunal
de Cuentas en un plazo no mayo¡ de veinte días, contado desde la fecha en que el
Auditor notifico la improbac¡ón de las cuentas. Sobre este aspecto cabe señalar que en
la nueva Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas, ni en su reglamento se
menciona nada de aprobar o improbar cuenta alguna, como se estipulaba en la ley
derogada después del examen y glosa de las cuentas, esto produce una laguna legal
en lo concerniente a establecer si se deben o no efectuar las not¡f¡caciones de

53



improbación de cuentas, para efectos de cons¡derar el plazo de los veinte días, que

establece elArtículo 68 de la Ley del Tribunal de Cuentas.

2.7.2 Fase judicial

Esta fase es eminentemente jurisdiccional, regulado por leyes específicas y
gené¡icas, como todo proceso judicial, pero mn característ¡cas propias y exclus¡vas del

Juicio de Cuentas pues, esté depende de un proced¡miento administrativo previo pata

su adecuado desarrollo y finalidad. El med¡o de prueba principal de todo juicio de
cuentas, es el informe de auditor¡a y documentos y sus documentos de trabajo, en los

cualés 3é formulan los cargos a quienes son responsables de las operaciones

evaluadas; por tal mot¡vo dichos ¡nformes deben ser elaborados de conform¡dad con las
normas de auditoria generalmente aceptadas y las de aud¡toria gubernamental, así

como cón las formalidades que se establecen en el reglamento y la adecuada cita de

leyes infring¡das, con esta elaboración técn¡ca se busca que prospere el juicio de

cuentas, por ser el resultado de una fase adm¡nistrativa. El Juic¡o de Cuentas debe

tomarse como la segunda fase del proceso de fiscalizac¡ón, como ya dijimos, se

desarrolla a través deljuicio de cuentas y tambjén deljuicio económico coactivo.

La Contraloría General de Cuentas como parte: la Contraloría General de
Cuentas, es exclusivamente Ia única que puede comparecer como parte actora o
demandante dentro del juicio de cuentas, ya que así lo estipula la Ley Orgánica de la
Contraloría General de Cuentas. La representación la tiene el Contralor General de
Cuentas.

Por lo tanto, es la Contraloría General de Cuentas la única institución que puede

acc¡onar e interponer una demanda e iniciar el juicio de cuentas correspondiente, ante
el órgano jur¡sdiccional competente; en la actualidad en Guatemala solo existe un

Juzgado de Primera lnstanc¡a de Cuentas, ante el cual puede interponerse cualquier
demanda a nivel nacional o sea que este Juzgado es el ún¡co que tiene jurisdicción y

competenc¡a total en materia de cuentas en todo el país.
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La demanda de cuentas debe contener los requ¡sitos que establece el Artículo 61

del Código Procesal Civil y Mercantil. Todo escrito de demanda en nuestra legislación

llena los requisitos que Ia ley solicita, de acuerdo al pl'oceso que se trate, como por

ejemplo, laboral, civ¡|, mercantil, Etc.; la Ley del Tribunal de Cuéntas, no menciona nada

acerca de los requisitos que debe de llenar toda demanda de cuentas, por lo que al no

establecerlos debemos en virtud de Ia supletoriedad ir a la regulac¡ón del Artículo 107

de la mencionada ley, para adoptar la forma y llenar los requisitos que establece e¡

Cód¡go Procesal Civil y Mercantil, no obstante el juicio de cuentas es un proceso

eminentemente "ant¡formal¡sta pero no por ello carente de técnica,. Con el objeto de

iniciar de forma técnica el juicio y ev¡tar que la parte demandada pueda excepcionar
como demanda defectuosa, u otra que ataque la forma de la demanda, se s¡gue le

directriz del Código Procesal Civil y Mercantil.

Los demandados en ju¡cio de cuentas son todas aquellas personas a las cuales

5e le6 ¡nvolucró como responsables de las anomajías detectadas dentro del examen de
auditoría.

También como parte demandada, se incluye al Crédito H¡potecario Nacional de

Guatemala, cuando se constituye como f¡ador mancomunado solidario de los
demandados, o a cualqu¡er institución financiera públ¡ca o pr¡vada que se presta como
fiador.

La contraloría general de cuentas y la f¡scal¡zación como su activ¡dad
princ¡pal

2.8.1 El procedimiento de de la f¡scal¡zación ejercido por d¡recciones

En Ia actualidad, dentro de la estructura organizacional de la Contraloría General
de Cuentas, se encuentran cuatro djrecciones que se encargan del proceso de Ia

fiscalización, y cada una está a cargo de un D¡rector, un Subd¡rector y determ¡nando

números de Auditores Gubernamentales, así como personal de apoyo.

2.8
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2.8-2 Dirección de Auditor¡a Gubernamentat

Realiza fisc€lización en las distintas

son ei Flecutivo. Legislattvo y Jud¡cral; asi
autónomas que no sean munic¡palidades.

dependencias de los organ¡smog, como Io
como en las entidades descentfal¡zadas y

Cabe resaltar que el Aud¡tor Gubernamental es el profesional que posee
entrenam¡ento y experiencia en los campos de contabi¡idad y audttoria y que en
representac¡ón der Órgano superior de control, efectúa el contror externo
gubernamental en las instituciones a que se refiere el artículo 2 de la Ley Orgánica. Las
cualidades pergonales y las responsab¡l¡dades del auditor gubernamentaf son similares
a aquellas aplicables a los auditores del sector privado. Sin embargo, Ia
responsabilidad púbJica alcanza al aud¡tor gubernamental por la naturaleza de su
función. En este sentido, el auditor gubernamental no solo es responsable ante la
ent¡dad a la que presta servicios, en este caso ra contrarorÍa Generar de cuentas, s¡no
que su responsab¡l¡dad se extiende a la sociedad cjvil, que espera acciones efect¡vag,
eficientes y honestas, por parte de quienes según el mandato de la Ley están llamados
a verificar la transparencia y corrección en el manejo de los recursos públ¡cos.

Los atr¡butos del auditor gubernamental const¡tuyen requisitos que caracterizan la
capacidad e idone¡dad del auditor para ejercer auditorías gubernamentales. Estos
atributos forman parte de las Normas personares de ¡as Normas de Auditoría
Gubernamental aprobadas por la Contraloría General de Cuenias

2.8.3 Dirección de Auditoria de municipal¡dades

Tiene dentro de su competencia la actividad fiscal¡zadora de todas las
municipalidades de ios veint¡dós departamentos de la división política geográfica de la
República, así mismo a las empresas de servicios municipales.
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\erY2-8-4 Dirección de Aud¡toria de ent¡dades especiales

Esta dirección dif¡ere de las otras, pues al refedrse a ent¡dades especiales, se
consideran como tales a las organtzaciones no gubernamentales, conocjdas como
ONG; las cuales adquieren personal¡dad jurídica al ser inscritas en los d¡stintos registros
c¡v¡lés, como personas jurídicas, bajo ra denominación de Asociaciones civires, ras
cuales se fiscal¡zan si administran fondos concedidos por el Estado 23

2-8.5 D¡rección de Aud¡toria de ¡nfraestructura

Esta constituida por rngen¡eros Auditor-es, cuya función fiscarizadora se encamina
a la revisión de la construcc¡ón de obras de infraestructura, estudiando ios contratos, los
planos y las construcciones. Con esto concluimos con las d¡recciones con oue la
contraforís realiza sus funciones

2.9 In¡c¡o de ta activ¡dad fiscalizadora

Los direciores emiten nombramientos a Audjtores Gubernamentales, para
práctica de examen de auditoria, los cuales en su ordenamiento, determ¡nan la actividad
fiscalizadora, dependiendo de ra crase de ofcina que se va a f¡scar¡zar, tomemos como
ejemplo un nombramiento de Auditoria de Municipal¡dades.

Los aud¡tores en el desempeño de su trabajo, rinden un informe final dé lo
actuado al Contralor General de Cuentas y la efectividad de sus resultados se traducen
en 1) Formulac¡ón de pliegos de Cargos; 2) Sanciones Económicas por ¡nfracc¡ón a las
leyes, 3) Denuncias penares en este úrtimo, s¡ perciben ra posibre comis¡ón de der¡tos
de acc¡ón pública, presentando las denuncias al Minjster¡o público o Tr¡bunales
Jurisdiccionales, aunque muchas veces se equivocan, lo que da oportunidad a los
responsables de comprobar su inocencia

23 Alarcón lt¡i. Op. C¡t. pág. 56, 58
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\...' ""\{gjj2-10 Tram¡te de los juic¡os de cuentas

2.10.1 Fase de la fiscalización

A) Fasé administrat¡va

Nombramiento del Auditor
Gubernamental para efectuar
Examen Especial de auditoria

Derivado del Examen
Especial de Auditor¡a se
formufa liquidación
Provisional de Auditoria y se
concede audiencia al
cuentadante.

Vencido el término de la
audienc¡a se formu¡a
Liqu¡dac¡ón Def¡nit¡va de
Auditoria con reparos no
desvanecidos

Con las Liquidación
Provisional y Definitiva se
forma el Expediente que es
trasladado para revisión y
análisis a la Secc¡ón de
Ju¡c¡os.

Revisado y Analizado el
expediente es trasladado al
Oficial de Cuentas quien
elabora el proyecto de
Demanda

Elaborado el proyecto de
Demanda se traslad¿ al Jefe
y/o Subjefe de Juicios para
rev¡s¡ón y coffecc¡ones.

La demanda es entregada al oflcial
encargado quien nottfica a los
demandados la no aprobación de la
cuenta, not¡fcados todos ¡os
demandados, Ia presenta al
Juzgado de Cuentas.

Veinte días después se
presenta al Juzgado de
Pr¡mera lnstancia de
Cuentas



B) Fase jud¡cial

Diagrama del procedimiento jud¡cial

Notificación de la
improbación de la

cuenta.

lnterponer demanda
dentro de los 20 días.
An, 68 Decreto 1126

Audiencia a
los

Demandados

15 días,
Anículo

71 Decrelo

Ampliación o
Modificación;

De la demanda
antes de que haya

s¡do contestada. Art.
110 CPCYM.

Período de Prueba

15 a 60 días,
Artículo 73 del

Decreto

Auto Dara me¡or
Fallar.

l5 días, Artículo
197 CPCY|\¡

Séntencia:

Dentro de los B
días siguientes

Artículo 74
Decreto 1 126

Recursos: Apelación, dentro
del 3er. Día de notiflcada la
sentencia. Art. 101 Decreto

1126; Aclaración y
Ampl¡ación, 24 hrs. Art. 100

Decreto ! i26

Prueba 6
d ías:

Art. 75
Decreto

1126

Audiencia oor 48
horas:

Art. 75 Decreto
'1126

Sentencia de 2do. Grado:
termino I días. Art. 75 Dto.

'1 126; Recurso: Casac¡ón,
15 días Art. 626 CPCYM;

Aclaración y Ampliación, 24
hrs. Art. 100 Dto 1126

Aleoatos I días:

Artículo 75 Decreto 1126
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CAPITULO III

3, El procedimiento económicorcoactivo.

3-1 Antecedentes:

En t¡empos de la colonia el sistema ut¡l¡zado para la exacc¡ón de impuestos fue ¡a

pr¡s¡ón de los responsables. Después de la independenc¡a se c¡ntinuó con esta

práctica, es así como en el Decreto del 5 de jul¡o de 1832 el Gobierno Federal dispone

que los jueces usaÍán contra los deudores de la Hacienda públ¡ca, el med¡o coactivo de

la pris¡ón24.

En cuanto a la forma de ejecutar las sentencias condenatorias en los Juicios de

cuentas, el Decreto del 27 de febrero de 1837 organizó la administración de la Hacienda

Federal, establec¡éndose en el inc¡so 5o., del Artículo 37 que era obl¡gación de la
Contaduría Mayor, hacer ejecutar las sentencias de cuentas.

Por Decreto de Gobierno de fecha 17 de abril de 1837 se facultó al Juzgado de
Hacienda Pública, que conocía de las causas criminales por delitos conta el Fisco, para

que también lo hicie¡a en primera instancia en las causas civiles pendientes que hub¡era
pasado del período de prueba, en las que estuviere interesado el Gobiernos.

El 31 de agosto de 1861 en auto acordado por la Corte de Justicia, se éstableció
que la Jurisdicción Coactiva competía solamente a los funcionanos de Hacienda a
qu¡enes la ley se las había concedido y se declaraba que era prjvativa e ¡nhib¡tor¡a de la
ordinaria.

'?¿ Cordova Caslillo, Erick Eluardo. EL procedimieñto Económ¡co Coacf¡vo guatematteco y su
regulación legal en el Cód¡go Tributar¡o. Febrerc i994. pág. 1

'5 tbídem pág. 2

61



Mas tarde e¡ '17 de junio de 1e81 se promulgó el Decreto Gubernativo No. 236,
contenido el cód¡go F¡scar de ra Repúbr¡ca de Guatemara. En esta ley se estabrecía el
procedim¡ento de aprem¡o para ciertas obligaciones a favor de la Hacienda pública, de
conformidad con lo que establecía el Código de procedimientos Civiles vigente en
aquella época. Entre los apremios en contra del obligado estaba el de pr¡sión. Los
órganos que ejercían la jurjsdjcción económica-coactiva er"an: a) los Directores
GeneÍales de Cuentas, de Rentas, de Coffeos, Telégrafos y de la Casa de la Moneda,
b) Los adm¡n¡stradores de Rentas Departamenta¡es; c) Los Jefes políi¡cos; d) Los
Administradores de Aduanas; e) El Tesorero Nacional; f) Los Vis¡tadores Generales; g)

Los Receptores y Recaudádores de Rentas y h) EI Director General de Bienes
Desamortizados.

Luego en el Decreto Legislativo No. 251 se atribuyó esta jurisd¡cción a la
Dirección General de Cuentas para el Departamento de Guatemala y a los Jefes
Políticos en 106 demás departamentos.

El 20 se septiembre de 1926 se emjtió el Decreto Gubernativo No. 978, que
contenía el Reglamento de la Dirección Generaf de Cuentas y del Trjbunal de Cuentas.
Este ya normaba en forma más pormenorizada el proced¡miento económico_coactivo,
siempre dentro de la modalidad de ser un trámite puramente admintstrativo. Con
anterioridad, en el año de .1921 se había mncedido cierta autonomía al Tribunal de
Cuentas en el Decreto Legislativo j127, pero seguía siendo un órgano de la
adm¡nistración con funciones flscalizadoras a la vez que jurisdiccionales. Se encargaba
de su trámite la Dirección General de Cuentas en el departamento de Guatemala y los
Jefes Polítims en los demás departamentos. Ellos cobraban en forma compulsiva los
adeudos a la Hacienda pública en base a un expediente instruido por el Director de
Cuentas o por ¡a Secretaría de Hadenda en el departamento de Guatemala y en los
otros departamentos para los admin¡stradores de rentas. El procedimiento tenía
sjmilitudes con el ejecutivo común, se practicaba embargo, avalúo de los bienes y
remate. Este debía ser aprobado por la Secretaría de Hacienda para otorgar la escr¡tura
traslativa de dominio.
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La constituc¡ón de '1945 convirtió en un solo órgano al Tribunal y a Ia Contraloría

de Cuentas, por medio de su Ley Orgánica, Decreto 515 del Congreso. Se reglamentó

el proced¡m¡ento Económico-coactivo, nombrándose como Juez de primera lnstancia,

un contralor a quien se le delegaba estas funciones jurisdiccionales, lo que equivalia a
seguir encomendado a los órganos administrativos la funcjón dec¡soria de carácter
judicial. El contralor juez de lo económico-coactivo tenía funciones no sólo de ejecución,

sino tamb¡én cognosc¡tivas, como era la ¡nstrucc¡ón de un exped¡ente previo para formar
el título ejecutivo. Este expediente lo podía ¡niciar de oficio o a solicitud del M¡nisterio de
Hac¡énda, el Ministerio Públ¡co, de los Administradores de Rentas Departamentales o
de los Gobernadores; debía de promoverse únicamente cuando se tratara de estáblecer
la existencia de un derecho fscar y er adeudo fuese ríquido y exigibre. para in¡c¡ar er

p[oced¡miento era indispensable la existencia de un título ejecutivo, los cuales esiaban
enumerados por Ia ley.

Como se puede apreciar, se trató de crear un sistema de tribunales
adm¡nistrativos de cuentas, al ejercerse la jur¡sdicción económica_coactiva por parte del
órgano responsable, actuaba con bastante independencia de ra administración activa,
había un procedimiento especial que establecía excepciones dilatorias y perentorias, se
podian interponer recursos administrativos como el jerárquico de queja ante los
organ¡smos admin¡strativos superiores, quienes podían enmendar las resoluciones de
sus inferiores.26

La Constitución de 1956 inst¡tuyó al Tribunal de Cuentas como un Tr¡bunat de
Jurisdicción privativa para la apr¡cación de ra Just¡cia de cuentás, desvinculándolo
totalmente de la Administración y reconociéndole una gran independencaa del
Organismo Judicial. Los preceptos constjtuc¡onales fueron desarrol¡ados en la ley
Orgán¡ca del Tribunal y Contraloría de Cuentas, Decreto 1126 del Congreso de la
Repúbl¡ca, la cual establece un procedim¡ento de naturaleza judic¡al para los litigios
entre la Administración y ¡os particulares mn motivo de los adeudos que condena en
juicio de cuentas, multas u obligaciones tributarias.

26 Cordova E. Op. Cit. pág. 5
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Las Constituciones de 1965 y 1985 respectivamente, se limitaron a señalar en

idént¡cá forma, que el tecurso de casac¡ón es inadmis¡ble en los procedimientos

económicos-coactivos.

3.2 Procedenc¡a

Dada su naturaleza de proceso de cobro, se requ¡ere la existenc¡a de una

obl¡gac¡ón liquida y exig¡ble para la procedencia del mismo. En este orden de ¡deas,

ambos cuerpos legales analizados establecen que solamente en virtud de titulo
ejecut¡vo procederá la ejecución económico-coactiva (Artículos 5A del Decreto 1j26 y
I72 del Código Tribufario).

3.3 Objeto del proceso económico-coactivo

El Cód¡go Tributario, conlenido en el Deffeto 6-91 del Congreso de la Repúbl¡ca;

régula el procedimiento económico-coactivo, delimitando su c€mpo de acción, al cobro

ejecutivo de las deudas que los particulares tengan al Estado por concepto de tributos.

En este juicio existen dos formas de de aplicac¡ón, uno encaminado a ex¡gir el pago de
los tributos atrasados, conocido como Ju¡c¡o Económico-Coactivo Tr¡butario, y el otro a
exigir el pago de ¡os fondos del Estado que han sido mal administrados y se le conoce
como Juic¡os Económico-Coactivo, que se encuentra regulado por el Decreto 1126 del
Congreso de la Repúbl¡ca, Ley de Tribunal de Cuentas, hoy por hoy, vigente del artículo
33 al '112 ¡ncluyendo los cinco Artículos de djsposiciones trans¡todas, por haber s¡do
derogado los artículos del 1 al 32 y dar nacimiento al Decreto 31_2002 Ley Orgánica de
¡a Contraloría General de Cuentas.

Este proced¡m¡ento toma su nombre de .Económico,, fundado en la brevedad de
sus trámites, además que pers¡gue el pago de un adeudo y,,Coactivo por la fuerza que

se util¡za para que el deudor haga efectivo el pago de la deuda.
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3.4 Naturaleza juríd¡ca

Lá const¡tuc¡ón de Guatemala, en su Artículo 22O, relalivo a los Tribunales de
Cuentas, menóiona los procedimientos económico-coactivos. Aunque esta referencia

sea muy breve dado que consiste, ún¡c€mente, en prohibir la utilización del recurso de

cesación respecto a las resoluciones en dichos procédimjentos, su ubicación física
dentro de la Constituc¡ón parece ¡mplicar el establecimiento de un vínculo entre dichos
procedimientos y el Tribunal de Cuentas.

Para estab¡ecer la naturaleza de estos dos procedimientos si es judicial o
administrativa, se debe de establece¡ que tipo de órganos conoeen o tienen
encomendada su tramitación y por ultimo su resolución. De esta manera, ambas
normas se desprende ,a naturaleza judicial de los proced¡m¡entos económ¡cos-
coect¡vos, dado que d¡chos procedimientos se encom¡endan a órganos que tienen
carácter Jud¡c¡al, integrados en la estructura judicial de Guatemala, a través del Tribunal
de cuentas.27

La finalidad de ambos proced¡mientos económicos_coactivos es bás¡camente ¡a

misma, consistente en conseguir el cobro, utilizando procedimientos ejecut¡vos, dé
cant¡dades económicas adecuadas al sector públim. La d¡ferencja básica entre
ambos procedim¡entos es el origen de las deudas que se pretende hacer efectivas. En
el c€so del procedimiento regulado por la Ley Orgán¡ca del Tdbunal y Contraloría de
Cuentas se trata de cualquier duda contraída ante el sector públ¡co, mientras que el
proced¡miento regulado por el Cód¡go Tributario se circunscribé a las deudas de
carácter tributario.

3.5 Definición:

Rossino Vidal señala con respecto que a pesar de no existir una definic¡ón legal
general, el proceso económico-coact¡vo se ha conceptualizado como el con¡unto de

Op. C¡t. Pag. 260
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actos procedimentales que se suceden entre sí, de orden ejecut¡vo, cuyo objeto es

obtener el pago de una obligación a favor del Estado28. Durante algún tiempo, el
proceso económico-coactivo se encontraba regulado en la Ley del Tribunal de
Cuentas.

En busca de una definición legal del procedimiento económico-coactivo,

encontramos que la Ley del Tribunal de Cuentas que indica, en una forma sencilla,

que el proceso económico-coact¡vo tiene como fin exclusivo conocer los
procedim¡entos para obtener el pago de los adeudos a favor del f¡sm, tas

municipal¡dades, Ias entidades autónomas y las jnst¡tuciones descentralizadas. En este

sent¡do, el Código Tributario defjne el proceso económico-coactivo como, un médio por

el cual se cobran en forma ejecutiva los adeudos tributarios.

La Ley del Tr¡bunal de Cuentas es un decreto de 1956, siendo por tanto una ley
antigua. Esta circunstancia lustifica que adolezca de varios requisitos necesarios para

su buen funcionam¡ento, razón por la cual la misma remite de forma supletoria al

Código Procesal Civil y Mercantil y a la Ley Organismo Judicial. Esta Ley ha regulado

desde su puesta en v¡gencia el proceso económico-coactivo y no ha sufrido
modificaciones sustanciales, lo que la hace una ley obsoleta que presenta graves
problemas en su aplicación práctica. Al respecto, Castillo Gonzales, en su obra Derecho
Administrat¡vo, se refiere al mismo como.un proceso engorroso, que debe soportar la
administración para obtener ei pago de deudas de cl¡entes morosos y deudores de toda
clase." Asimismo, agrega respecto de las leyes que lo gobieman: ,'¡ntroducen en el
pfoceso excesivos formalismos"€.

;l1o."invo v. ortit.l op. c¡t. Pag.260
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3,6 CaracterÍsticas:

El proceso económico-coactivo es un proceso judic¡al de jurisdicción pr¡vativa y, en

consecuencia, el ejercicio del mismo compete únicamente a los func¡onarios judiciales

que Ia ley determina, con exclus¡ón, por consigu¡ente, de los tribunales ordinar¡os

Como consecuencia que el proceso Económico-Coactivo en mater¡a de Cuentas

no ha sido desarrollado y no se le ha dado la importanc¡a que t¡ene, no le son conocidas

sus caracteristicas, caso contrário las del Económico-Coact¡vo tributario si, el Decreio 6_

91 en su Artículo 171 están contenidas y por ser tan similares al Juicio Económico,

Coact¡vo común es conveniente citarlas, por Io que al analizarlas consideramos que se
pueden aplicar a este juicio las sigu¡entes:

a) Brevedad: significa que debe de se rápido, sencillo;

b) Ant¡formalista; no requierc de abogado para su tramitación y no están obligados

a citar leyes, dsben tramitarse por escrito, pero si hubiere necesidad de una
gestión verbal urgente para el caso, se levantará acta de la diligencia en las
propias actuaciones.

c) Oficiosidad: quiere decir que el mismo debe ser impulsado de ofic¡o por parte del
juez, sin necesidad que las partes se lo pidan, siendo en consecuencia el juez el
responsable de la dec¡s¡ón del trámite. Una consecuencla de ser impulsado de
oficio es que, no admite la caducidad de la instancia por abandono de la parte

actora y tampoco prevé el des¡st¡miento por parte de la misma

d) Aunque, en general, la parte actora es el Estado, su articulado permitirá la
eventual acción por parte de un particular en contra del Estado; sin embargo, el
princip¡o de ¡nembargabilidad de las rentas y b¡enes estatales hace ineficaz este
t¡po de ejecución
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e) Admite la aplicación suplétoria de las normas del Código procesel Civ¡l y
Mercantil.

3"7 Amb¡to de apl¡cac¡ón:

Antes de desan"ollar el tema relatjvo a la tramitación del procedimiento
Económ¡co-Coactivo, es preciso delim¡tar el ámbito de aplicacjón. Al entrar en vigor el
Código Tributario, se suscitó una controversia relacionada con la apj¡cac¡ón de las
nofmas. Esta contToversia contenía dos corrjentes fundamentales. La pf¡mera
argumentaba que la totalidad del Decreto 1126 del Congreso habÍa sido de¡ogado
puesto que el Código Tributario regulaba en su total¡dad el procedimiento económico
coactivo y, en especial, en el Artículo 6 del Código Tributario, que otorgaba
preemineneie a sus normas sobre las de la Ley del Tribunal Cuentas. La segunda se
fundamentaba en el Artícuro 1 der código Tributario que define a dicho cuerpo regar
como aplicabre á aquellas personas de Derecho público no estatales táles como la
Empresa Mun¡cipal de Agua, ra Empresa portuaria Nacionar santo Tomas de castila
etc

Por otra parte, tal y como se define en el Artículo 1 del Código Tributario, el
procedimiento económico-coactivo en él regulado debe apljcarse a aquellas
obligacionés orig¡nadas por tr¡butos establecidos por el Estado. El concepto de tributo
se encuentÍa definido por el mismo Código Tr¡butario con lo cual se hace más clara la
satisfacción de la norma procedimental aplicable a cada caso. Asimismo, hay que poner
de manifiesto que dicho Cód¡go Tr¡butario, de acuerdo con ló estipulado en el
mencionado Artículo l, no es de aplicación dirccta a las relaciones tr¡butarias
aduaneras y munic¡pales, sino que esta Ley es de apl¡cación supletot¡a en tales casos.

Con esto concluyo que el procedimiento económ¡co_coactivo previsto en la Ley
Tribunal de Cuentas es aplicable a las relaciones tr¡butarias municipales y aduaneras,
ya que éste es el pÍocedimiento que resulta de aplicac¡ón automática para el cobro de
tributos municipales y aduaneros en ra via ejecutiva. De esta forma, resulta redundante
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la aplicación supletoria del procedimiento previsto en el Código Tributario A pesar de

ello, sería deseable arbitrar los mecanismos necesarios para extender la aplicación del

procedimiento establecido en el Cód¡go Tributario a las relaciones ir¡butar¡as

municipales y aduaneras dado que, por un lado, la especialidad de Ia norma tributar¡a

responde mejor a las necesidades y sjtuac¡ones que se pueden plantear en este ámbito

fiscal, y por otro lado, se conseguiría una mayor coherencia del ordenamiento jurídico

3.8 T.rtulo ejecutivo:

3.8.1 Definición:

Para defn¡r el título ejecut¡vo hay que tomar en cuenta que la Ley del Tribunal de

Cuentas señala que serán ejecutadas todas la sentencias condenatorias del Tribunal

de Cuentas, y las que serán ejecutadas por el procedimiento Económico-Coact¡vo el

cual viene siendo como un procedimiento de ejecución especial.

Para Eduardo Palleres es el que trae aparejada la ejecución judicia¡, o sea el que

obliga al juez a pronunciar un aclo de ejecución si así lo pide la persona legitimada en

el titulo o su representante legal. El concepto de titulo ejecutivo esta relacionado con

ejecución, porque en virtud de é1, el juez debe ordenar al órgano de ejecución realice

esta.@ El mismo autor no ind¡ca al respecto los requisitos que deben satisfacer el t¡tulo

para que sea ejecutivo: a) que haga prueba por si mismo sin necesidad de
complementarlo mn algún reconocimiento, cotejo o autenticación, b) que mediante él se

pruebe la existenc¡a, en contra de la persona que va a ser demandada, de una

obligación civil, patrimonial, liquida y exigible en el momento en que se ¡nstaura eljuicio.

3.8.2 Títulos ejecutivos para inic¡ar e¡ procedimiento Económico.Coactivo

En nuestro ordenamiento jurídico para poder iniciar un Juic¡o Económ¡co_

Coactivo, es importante que ex¡sta previamente un Título Ejecut¡vo, los cuales para

30 Palleres E. op. c¡t. pág. 249
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easo que estoy estudiando, se encuentran regulados en el Artículo 83 de la Ley del

Tr¡bunal de Cuentas y que a continuación se detallan:

a) Ce¡tificac¡ón que contenga sentenc¡a firme dictada en jujcio de cuentas.

b) Cert¡ficación que contenga sentencia firme con mot¡vo de aplicación de la ley de
probidad.

c) Certificación que contenga el derecho defnitivo establecido y el adeudo líquido y
exigible.

d) Certif¡cación que contenga la l¡quidación definitiva practicada por la autoridad
competente, en caso de falta de pago total o parcial de impuestos, tasas,
arbitrios, cuotas o contr¡buciones.

Certificación en que se t€nscriba la resolución que imponga multa administrativa
o municipal y la causa de la sanción.

Test¡mon¡o de la escritura publica en que conste la obl¡gación que debe hacerse
efectiva.

Certificación del remnocimiento de la obligación hecha ante autoridad a
funcionario competente.

h) Certif¡cación de sentencia firme o resolución dictada por cualquier tribunal o
autoridad competente en la que se establezca una obligación que deba hacerse
electiva por el procedimiento Económico-Coactivo.

Existe una gran variedad de títulos para iniciar la ejecución Económica_Coactiva,
sin embargo solo nos interesan algunos y no todos ya que el tema es la ¡neficacia
parcial de los juicios Económicos-Coactivos ente la carencia de bienes ejecutables.

e)

s)
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\Gi/3.9 Tribunal competente para su tram¡tación

3,9.1 Juzgados de lo Económ¡co-Coactivo

Actualmente ex¡sten tres juzgados de lo Económico-Coactivo, que se encuentran

constitu¡dos en la tone de tribunales, los cuales reciben las demandas que la
ContralorÍa General de Cuentas, envía para su trám¡te, no solamente las demandas de

esta instjtución, sino de las Municipalidades, del lnstituto Guatemalteco de Seguridad

Soc¡al y de la Super¡ntendencia de Administración Tributaria.

3-9-2 Competencia

Cabanellas afirma que competencia es: "lncumbencia, atribuciones del Juez o

Tribunal; capacidad para conocer de un juicio o de una causa,,31

De conformidad con el Artículo 82 de la Ley del Tr,bunal de Cuentas, indica que

las sentencias condenatorias del Tribunal de Cuentas, serán ejecutadas por el
procedimiento Económico-Coactivo. pero existen muchos d¡ferencias en cuanto a la ley
y la practica, pues indica que para sustancias este proced¡miento son competentes los
mismos tribunales de primera y segunda instancia que conocieron en el juicio de
cuentas situación que ya no se da, pues conforme a los Artículos 53,54 y 55 de la ley
del Organismo Jud¡c¡al, y los acuerdos emitidos por la Corte Suprema de Just;c¡a se
crearon Juzgados de lo Económico-Coactivo, que es en ellos que se delega la
competencia para conocer de los juicios menc¡onados. por otro lado la Ley del Tribunal

de Cuentas regula que la jurisd¡cción en materia económico-coactiva, seré ejercida por

los jueces privativos de Ia mater¡a en el Departamento de Guatemala y por los Jusces
de Primera lnstanc¡a en los departamentos. En cuanto a la competencia de estos
juzgados prevalece lo que para el efecto ha establecido la Corte Suprema de Justicia,
puesto que seria vjolatorio al Derecho de defensa y el debido proceso que un mismo
juzgado conociera de ambos procesos, pues como regula el Decreto 1126 en su
Artículo 82 segundo párrafo, son competentes los m¡smo tribunales de pr¡mera y

31 Cabanellas, cuillermo. D¡cc¡onario Enc¡clopéd¡co de Derecho Us rral. pág.22g
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ségunda instancia que conocieron en el juicio de cuentas, lo que para este momento.

no se adecua pues existen juzgados especializados en materia Económico-Coactivo

3.9.3 Tribunal dé segunda lnstancia de Cuentas y Confl¡ctos de Jurisd¡cción

En la actualidad solo existe una sala competente para conocer de los asuntos

que vienen en alzada de los tribunales de lo Económ¡co-Coactivo, la cual se encuentra

ubicada en el quinceavo nivel de la torre de tr¡bunales, es necesario mencionar que esle

tr¡bunal, también puede conocer los ju¡c¡os de cuentas que derivaron a lo económ¡co-

eosctivo. Su competencia se encuentra regulada por el Artículo 53 de la Ley del

Tribunal de Cuentas, en donde se establece que conocerán en segunda instancia de

los juicios de cuentas así como los Económicos-Coactivos, delegando así la

competencia a este tribunal, para que conozca tanto de los luicios de cuentas como

económicos-coactivos.

3.1 0 Proced¡miento del juicio Económico-Coactivo

La Contraloría General de Cuentas, a través de la sección de juicios tram¡tan los

procesos de cuentas hasla su fenecimiento, al estar firme la sentencia, se traslada a la

unidad de juicios Económicos-Coactivos, el exped¡ente de cuentas, juntamente con la

cert¡ficación de la sentencia ejecutoriada, para que sean los oficiales a cargo qu¡enes

investiguen a los responsables en las distintas instiiuc¡ones para determinar si poseen

b¡enes a su nombre, es decir tanto bienes muebles como inmuebles para solicitar en la

demanda el embargo de los b¡enes que cubran el monto de lo adeudado más las costas

procesales y los daños y perjuicios y así asegurar las resultas del m¡smo, luego de esta

investigación, se registra la demanda enviándola a firma del Contralor General de

Cuentas, quien después de firmarla, la devuelve y entonces puede presentarse a los

juzgados correspondientes.

Es necesario que se tome en cuenta que la Contraloría General de Cuentas no

esta facultada para iniciar la ejecución de la sentencia de cuentas, ya que en su ley
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orgánice no regula nada al respecto, pero ya que ésta es una ent¡dad encarga de lá
fiscarizec¡ón de ros bines der Estado ro reariza a través der contraror Generar de
Cuentas quien deberá acreditar su personería, por med¡o de certificación extendida por
la secretaria General de la contraloría General de Cuentas del acta de toma de
posesión y del acuerdo del Congreso de ¡a República por medio del cual se le designo
como Contralor General. En conclus¡ón mnsideramos que debe ser la institución que
sufrió pérdidas en su patrjmonjo quien debe ejecutar ¡a sentencia, basándome en que el
juez al resolver indica con claridad que le monto a que fueron condenados los
demandados debé ¡ntegrarse a ra entidad que sufrió er menoscabo y no a la contraroría
General de Cuentas.

3,10.1 Demanda

Ninguno de los dos cuerpos legales establece requis¡tos especiales para la
demanda que dé inicio al procedimiento. por lo tanto, se hace necesarjo recurir
supletor¡amente a las normas del Cód¡go procesal Civil y Mercantil y de la Ley del
Organ¡smo Judic¡ai. En consecuencia, la demanda debe cumpljr los requisitos exigidos
en todo escrito iniciar. En materia generar, el juez deberá calificar ra eficacia der título
ejecutivo, de considera¡lo así, el tribunal dictará la resolución de requerimiento de
pago. Si el pago no se efectuare se trabará embargo sobre bienes suficientes para

cubrir la deuda. En esta resolución, se otorga al demandado un plazo de tres días para
que manifieste su oposición.

Los tr¡bunales mmpetentes calificarán lo s¡guiente: a) s¡ llena los requisitos
formales, que regula el Código procesal Civ¡l y Mercant¡l en su Artículo 61, pues la ley
de Tribunal de Cuentas no regula nada al respecto; b) sj el titulo en que se fundamenta
la pretensión es suficiente; c) la pretensión, después de lo cual resolverá dándole el
trámite correspondiente. En el memorial de la demanda se debe espec¡ficar claramente
¡o que se so¡icita, se éxpondrán los hechos y los fundamentos de derecho v el nombre
de la persona o personas de quien se exige la obligac¡ón
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\ü*z3,10,2 Not¡f¡cación y requerim¡ento de pago

Toda vez que la demanda se presento y con base en el título ejecutivo de d¡ctara

la resolución mandando a requerir de pago al obligado, en caso de no cancelar una vez

notificado 6l requerimiento, se debe trabar embargo de bienes suf¡c¡entes que álcáncen

a cubrir el adeudo, es en esta notificac¡ón que se le prev¡ene al ejecutado para que

dentro de tres días manifieste su oposición bajo aperc¡bimiento de continuar el trám¡te

en su rebeldía, esto de acuerdo con el Artículo 84 de la Ley del Tribunal de Cuentas.

3.1 0.3 Medidas precautorias

Al proceso Económico-Coactivo en la práctica le son aplicables todas las

medidas o providenc¡as precautorias contenidas en el L¡bro euinto del Código procesal

C¡vil y Mercantil con excepción de las Medidas de Seguridad de personas, que por la
naturaleza del mismo no es necesar¡o interponerlas.

Las med¡das precautorias como su nombre lo ind¡ca son las que solicita el juez

para asegurar las resultas del proceso, dentro de las med¡das que la Contraloría
General de Cuentas, solicita es sus demandas se encuentran el Arraigo, el embargo de

bienes.

3.10.3.1 Embargo precautorio de bienes

La única forma de poder obligar al pago de los adeudos, es embargando bienes
ya sean muebles o inmuebles, los que se deben de investigar en la Dirección de
VehÍculos de ¡a Superintendéncia de Administración Tributaria, en la Dirección de
Catastro de Avalúos de Bienes lnmuebles DlCABl, los bancos del sistema y cualquier
otra institución que pueda proporcionar información sobre la propiedad de los
ejecutados vehículos y bienes inmuebles y que pueda ser objeto de embargo, pero
para tramitarlo hay que seguir con lo que establece el Cód¡go procesal Civil y
Mercantil.
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3.10.3.2 Arraigo

En cuanto al anaigo el Decreto 15-71 del Congreso de la República en su

ArtÍculo dos establece que "a fin de que puedan reg¡strarse por las autoridades de

migración en forma adecuada, los arraigos que decreten los Tribunales, en la
comunicación que se dirija a ellas deberá expresar los nombres y apellidos completos

del anaigado salvo el caso de que solamente tuv¡ere un apell¡do, en la cual se debérá

hacer constar dicha circunstancia, y su domicilio". Conforme a este Artículo, si el actor,

es este caso ¡¿ Contraloría General de Cuentas, cumple con proporcionar el nombre

completo del demandado en la demanda, el tribunal esta obligado a decretarlo, sin

necesidad de ¡ndicar los demás datos personales, como sucede en el procedimiento

ordinario, para el Juicio Económico-Coactivo se pueden obviar estos requisitos.

3.ll Contestación de la demanda

La Ley de Tr¡bunal de Cuentas, en su Artículo 85 nos ¡ndica que al momento de

la contestación de la demanda, el interesado puede oponerse o ¡nterponer excepciones

dentro del mjsmo plazo de tres días, se mandará a oír a la procuraduría General de la

Nación y al ejecutante por el termino de cinco días, es decir que el ejecutado cuenia

con un únjco plazo de tres días para oponerse y para interponer excepc¡ones. Las

excepciones pueden abrirse a prueba por seis días, ya sea a solicitud de parte o s¡ el
juez lo estima necesario. Una vez vencido el termino, el juez dictará sentencia sin

necesidad de señalar día para la vista.

3.12 Trámite de las excepciones

3.12.1 Trám¡te de excepciones previas

La doctrina clasifica a las excepc¡ones tomando en cuenta la finalidad de las

mismas, dividiéndolas en tres las cuales son: previas, perentorias y M¡xtas. El Código

Procesal Civil y Mercantil las clas¡fica en Previas y perentorias. La Ley de Tr¡bunal de

Cuentas reconoce plenamente ¡as excepciones de previo y especial pronunciamiento y
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exclus¡ón las perentorias. Como consecuenc¡a solamente reconoce cinco excepoones

como previas siendo estas, la de ¡ncompetenc¡a, falta de capacjdad legal del ejecutado,
personal¡dad, personería y litispendencia, regulando que las demás excepciones se

resolverán con el princ¡pal. De esto puedo deducir que las demás excepcjones se

interponen como perentor¡as, es importante reconocer que la excepción de demanda

defectuosá no esta regulada dentro de Ia ley especifica como previa, ya que ésta es
una excepción que depura el proceso por lo que debería estar inclu¡da dentro de estas.

Ya lo menc¡one anteriormente, la Contraloría General de Cuentas no posee

personalidad para poder demandar la ejecuc¡ón de la sentencia de cuentas, s¡n

embargo los ejecutados no hacen uso de esta excepción pot desmnocimiénto, puesto

que es un grave error.

3.12.2 Trámite de excepciones perentorias

Estas también son conocidas en la doctrina como innominadas ya que no están
reguladas en ningún cuerpo legal porque son cons¡deradas como números apertus, es
decir que no tienen una denominacjón dentro de ¡a ley espec¡fica como en la ley
supletoria, sin embargo estas tienen gtan importancia por tener con fin hacer ineficaz la
acción como resultado final, se resuelven con el asunto principal. En otras palabras

atacan el fondo del asunto con tal de destru¡rlo y su tramitación se encuentra regulado
én los Artículos 85 y 86 de la Ley del Tribunal de Cuentas, el que establece que si el

ejecutado se opone o interpone excepciones dentro del mismo término, se mandará oír
a la Procuraduría General de Nac¡ón y al ejecutante por el plazo de cinco días, y si el
juez lo estima necesario o fuera sol¡c¡tado por una de las partes, mandará abrir a
prueba las excepc¡ones por el término de seis días, vencido dicho plazo se resolverá s¡n

mas necesidad de señalar dÍa para la vista.
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La sentencia de Io Económico-Coactivo, por ser eminentemente un proceso de
ejecución se le conoce como remate. Cuando lo embargado consiste en bienes se dice
que se ordena el trance y remate, cuando lo embargado consisie en b¡enes sé d¡ce que
se ordena el trance y pago. La sentenc¡a está regulada en el Artículo 80 y 81 de la Ley
de Tribunal de Cuentas regula que las sentencias de lo Económ¡co-Coactivo declararán
haber lugar o no a hacer trance, remate y pago con los b¡enes embargados y señalará.
si proced¡ére, día y hora para la diligencia o el depósjto del dinero si éste fuere el bien
embargado o si se h¡c¡era efectiva la fianza. y que toda sentencja absolutoria debe¡á
mandarse que se extienda al ¡nteresado el finiquito corespondiente por el período y
cefgo que comprenda el expediente fa¡lado y este documento deberá extendefse dentro
de loo tres días siguienies a la fecha en que la sentencia quedo firme.

3.14 lmpugnac¡ones

En cuanto a los recursos que pueden interponerse en contra de las resoluciones
que dictan los tribunales en el ptoceso Económico_Coact¡vo, es el recu¡so de apelación
como lo establece la ley espec¡fica, que sólo cabrá recurso de apelac¡ón contra las
sentencias y contra los autos que resuelvan excepciones y las que aprueban ¡a

liqu¡dación definitiva. procediendo de ra siguiente manera: el rribunal al rec¡bir las
actuaciones señalará día para la vjsta, la cual tendrá lugar dentro de un término que no
excede de quince días. Pasado er día de ra vista se dictará sentenciá dentro de los ocho
días siguientes.
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3.15 Consignac¡ón y pago

De conformidad con el Artículo 300 y 568 det Cód¡go procesat Civil y Mercant¡t

que se debe aplicar supletoriamente a este proceso, nos ind¡ca que la consignación

debe de tramitarse en forma de inc¡dente, para que con la misma se puedan levantar

¡as medidas prec€utor¡as, es necesario que se consigne el monto reclamado más el

diez por cienlo de costas.

Con respecto al pago, es importante mencionar que la Contraloría General de

Cuentss, en ocas¡ones ha realizado convenios de pago con los responsables de forma

extfajudicial, esto con el fin de asegurar la recuperación de lo reclamado y esto se hace

efectivo en las cajas fiscales de la institución que sufrió la pérd¡da, posteriormente la

Contraloría General de Cuentas presenta un memorial con firma legalizada de¡

Contralor General de Cuentas, en donde le solicita al juez que por haberse cumplido la

obligación, por pañe del ejecutado, se d¡cte la resolución que en derecho corresponda.

Es un memorial de desistimiento aunque se sabe que se tiene proh¡bido desistir del
proceso los que defienden intereses del Estado o municipalidades, según lo establece

el Artículo 584 del Código Procesal Civil y Mercantjl, por lo que solo se denomina que
por haber cumplido con la obligación para eljuez de por termjnado el proceso. Aunque

es necesario mencionar con esto no se logra resarcir todas las pérdidas que las

entidades del Estado sufren en su patrimonio.

3.16 Tasación de bienes embargados

Es una figura que consiste en evaluar los b¡enes a cargo de un experto
propuesto por el ejecutante, el cual servi¡á de base para el remate es decir la base por

la cual saldrá a subasta el bien, cuando se trate de bienes inmuebles podrá servir de

base el monto de la deuda o el valor füado en la matricula fiscal para el pago del
impuesto territorial.
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Hecha la tasación o fijada la base para el remate, se ordenará la venta de ¡os

bienes embargados, anunc¡ándose tres veces, por lo menos, en el D¡arjo Ofic¡al ftados
en los estrados del Tribunal y, si fuere el caso, en el Juzgado menor de la poblacjón a
que corfesponda el b¡en que se subasta, du€nte un término no menor de quince días

El término para el remate es de quince días, por lo menos, y no mayor de tre¡nta.

Artículo 313 del Código Procesal Civil y Mercantil.

3.18 Tercerías-

En materia de tetcerías, el proceso general perm¡te la interposición de tercerías
excluyentes de dominio o excluyentes de pago. Estas tercerías deberán ser tram¡tadas

en juzgados de caréeter civ¡l y suspenden la tram¡tación del procedimiento económico_

coactivo.

Al hacer la diferencia con el emnómico-coactivo en tributar¡o es más restrictivo
en materia de tercerías puesto que admite las excluyentes de dominio o preferentes de
pago, pero las mismas deberán ser tramjtadas ante el mismo juez de lo económico_

coaciivo. Ambas tercerías suspenden e¡ procedimiento mientras son resueltas.

3.19 Diferencia entre el ju¡cio económico coactivo derivádo de sanciones
económicas impuestas por el Contralor General de Cuentas y el juicio
económico coactivo derivado de una sentencia condenatoria emitida por el
tribunal de cuentas.

Para establecer la diferencia entre ambos procedimientos de los juicios
económicos coactivos, se debe de tomar en cuenta el tipo de órgano que tiene
encomendada su tramitación, y en última ¡nstancia su resolución, en este sentido los
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dos procedimientos tienen la misma finalidad ya que buscan consegu¡r el cobro

utilizando procedimientos ejecut¡vos de cantidades económjcás adeudadas a la

hac¡enda pública. La d¡ferenc¡a bás¡ca entre ambos proced¡m¡entos es el origen de las

deudas que se pretenden hacer efectivas. En el caso del ju¡cio económ¡co coactivo

derivado de una sanción económica, este procede cuando se ha infringido u omitido

une norma jurídica o procedimiento establecido en la ley, por un servidor público u otras

personas ¡nd¡viduales o jurídicas sujetas a veriflcación por parte de la Contralóría

General de cuentas, qujen está debidamente leg¡timada para hacér el 6obro

correspondiente, el Artículo 39 del decreto 31-2002 establece al respecto que ta

contraloría General de Cuentas es la encargada de aplicar sanciones pecuniarias que

se expresen en quetzales a los funcionar¡os y empleados públicos y demás personas

sujetas a su control, que incurran en alguna infracción establecida en la ley. El cobro y

dest¡no de las multas impuestas por la Contraloría General de Cuentas cuando no sean

efeciivas, se promueven a través de un Juicio Económico coactivo, sirviendo de titulo

ejecutivo, ¡a certificaeión de la resolución en Ia que conste la multa impuesta. El

producto o los recursos provenientes del mbro de multas constituyen fondos privativos

de la Contraioría General de Cuentas por lo consiguiente si es posible aceptar

conven¡os de pago. En cuanto a los juicios económicos coactivos derivados de una

sentencia condenator¡a, quien Ia promueve es la Contraloría General de Cuentas a

través deljuzgado de cuentas, pero d¡cha ent¡dad no esta legitimada para promover el

Juicio económico coactivo si no que debe ser la entidad o municipalidad que sufre

pérdidas en su hac¡enda publica y por consigu¡ente no es posible hacer convenios de

pago en nombre de d¡cha instituc¡ón, por lo que tendría que ser la entidad defraudada la

que esta legitimada para hacerlo.
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4. Funcionamiento de las fianzas en la legislac¡ón guatemalteca y la ineficacia

páfc¡al de los títulos ejecut¡vos ante la carencia de b¡enes ejecutables por
parte de los responsables.

4.1 Definición

Cuando como consecuencia de la celebrac¡ón de un contrato, una de las pa es

resulta acreedora de la otra, el cumplimiento de las obligaciones de esta dependerá en

última ¡nstancia de su solvencia. N¡ siquiera es suficiente garantía la solvencia actual,

porqLle muy bjen puede ocurr¡r que un deudor originariamente solvente deje de serlo

más tarde, precisamente cuando tiene que cumplir sus obl¡gaciones como

consecuencia de negocios desafortunados. El acreedor puede precaversé contra esta

eventualidad, med¡ante las siguientes garantías reales: que consisten en gl-avar un b¡en

del deudor con un derecho real de h¡poteca, prenda y garantías personales; consisten

en extendér la responsab¡lidad derivada del contrato a otro personal, de tal manera que

para que el acreedor quede en la ¡mposib¡l¡dad de cobrar su crédito, será necesario

que tanto el deudor originario, como el garante, caigan en ¡nsolvencia. Esto aumenta

notoriamente las probabilidades de que el crédito será satisfecho, sobre todo porque el

acreedor se encargará de ex¡gir un garante de conocida fortuna.

La forma típ¡ca de garantía personal es la fianza. La legislac¡ón generalmente

regula que habrá fianza cuando una de las partes se hubiere obligado accesoriamente
por un tercero y el acreedor de ese tercero aceptase su obligación accesoria. De donde

resulta que la f¡anza es un contrato, pues exige un acuerdo de voluntades entre el fiador
y e¡ acreedor, cuyo crédito es garantido O sea que su finalidad es garantizarle al

acreedor su crédito. Ya que por el contrato de fianza una parte se obljga a pagar o
cumpl¡r por un tercero, en el caso de que éste no lo haga. No se requiere en cambio, el

consentimiento del deudor afanzado, aunque él es por ¡o común el principal interesado

en la fianza, ya que s¡n ella la otra parte no se avendrá a contratar. y no interesa su

consentimiento ni su misma oposición, porque la relación obligatoria se establece entre
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fiador y acreedor. Es vordad que eventualmente, si el fiador paga, el déudor resultará

obligedo frente a él; pero esta es la consecuencia de todo pago por otro, haya o no
fianza, de tal modo que ésta no agrava en modo alguno sus obligaciones.

Otro concepto determ¡na que: Las flanzas son contt"atos que garantizan el
cumplimiento de obligaciones derivadas principa¡mente de otros contratos, convenios o
leyes A través de tal contrato, una lnstitución Afianzadora se compÍomete ante un
télcero (que es el beneficiario) a cumplir con una obl¡gación, si el deudor pr¡ncipal (o

flador) no Ia cumple.

A d¡ferenc¡a con los Seguros, Ia F¡anza no es un seguro sujeto a los riesgos por

actos inciertos estadísticamente medibles, sino que es una garantía que implica que en
caso de que se tenga que hacer frente a la obligación por cuenta de un deudor que no
cumpl¡ó, la lnstitución de F¡anzas buscará recuperar el monto de reclamación que haya
pagado el beneficiario.

4.2 Evolución histórica de las fianzas

Las fianzas han existido desde los tiempos bíblicos. Eran muy requeridas por los
antiguos romanos para la construcción de ed¡ficios y carete¡as, con el fin de otorgar
cierta seguridad de que se cumplieran las obligaciones y de que los trabajos
garantizados se realizaran como se había pactado.

Las f¡anzas personales surgen con la evolución de la civ¡lización occidental
Europea, y se desarrollan aún más con su integrac¡ón a los Estados Un¡dos. Conforme
se fue industrializando fa economia americana, también fue en aumento la cantidad de
fianzas requeridas. Hoy en día las fianzas corporativas son la mejor respuesta para
garantizar el manejo de grandes sumas de dinero en la industria.
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En nuestro ordenamiento juríd¡co la fianza es un contrato accesor¡o que t¡ene por
objeto garsnt¡zar una obligac¡ón ajena, por^ medio de Ia cual se trata de asegurar la

satisfacción del interés perseguido por el acreedor de la obligación principal al

constituirse ésta. Así, la fianza rcfuerza objetivamente la seguridad del acreedor en un
dóble sentido; Primero, porque mediante la obligación del garante, cuya causa es

d¡st¡nta a la de la princ¡pal, la posib¡lidad de sat¡sfacción del interés del acreedof se
desarrolla al exjstir dos vínculos obl¡gatorios (puesto que el garant¡zado se mántiene

s¡n alteración) , cuya finalidad es solventar el mismo interés; segundo: porque a través
de la obligación accesoria de garantÍa el patrimonio deudor de la misma queda

somet¡do a la eventual ejeaución del acreedor, si eltitular no cumple aque¡la.

4-4 Fianza doctrinafiamenteaceptadai

4.4.1 F¡anzas de F¡del¡dad

Éstas garantizan que el daño patrimonial que cause un empleado, al cometer un
delito en contra de los bienes de la empresa beneficiar¡a o de los que ésta sea
jurídicamente responsable, sean resarcidos. Los delitos a los que hace referencia en
este tipo de fianza son: robo, fraude, abuso de confianza y peculado. Las faanzas de
f¡delidad a su vez se dividen de la siguiente manera:

/ Fianza lndividual: es para un solo empleado, en un puesto determinado,
generalmente relacionados con operacjones clave, por ejemplo cajeros,
choferes, cobradores, jefes de créd¡to y cobranza, almacenistas, contadores,
./endedores, agentes de ventas, promotores, mensajeros, veladores, etc

/ Fianza de Cédula: se hace uso de ella cuando se pretende af¡anzar solo a un
grupo de empleados, con diversos puestos y montos individuales d¡ferentes.
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r Fianza Colectiva global: este tipo abarca Ia totalidad del personal de una
empresa, pero también puede abarcar solo a los empleados administrativos sin
considerar comisjonistas, agentes de venias o personas con funciones similares.

r' Fianza Gfobal: se aplica a peGonas con una responsabilidad limitada y por
estratos. En esta pól¡za se puede agrupar el personal administrativo de una
empresa en diferentes niveles de responsabilidad, con montos asignados para
cada nivel.

r Fianza de monto ún¡co para vendedores; es especial para la total¡dad de
véndedores o comisionistas o personas que desarrollan activ¡dades s¡m¡lares en
una empresa con un mínimo de cinco personas.

4.5 F¡anzas reguladas en la ley de contrataciones del Estado:

4.5.1 De sostenimiento de oferta

La firmeza de Ia oferta se caucionará con depósito en efectivo o mediante
fianza, por un porcentaje no menor del uno por c¡ento (1%) ni mayor del cinco po¡- ciento
(5olo) del valor del contrato. Cubr¡rá el período comprend¡do desde la recepción y
apertura de plicas, hasta la aprobación de la adjudicación y, en iodo caso, tendrá una
vigencia de c¡ento ve¡nte (120) días. Sin emba¡go, con el adjudicatario puede
convenirse su prórroga.

4.5.2 De cumplimiento

Para garantizar el cumplimiento de iodas las obligaciones estipuladas en el
contrato, el contratista deberá presta¡" f¡anza, depósito en efectivo o constituir hipoteca
en los porcentajes y condiciones que señare er regramento. para er caso de obras,
además esta garantia cubrirá las fallas o desperfectos que aparecieren durante la
ejecución del contrato, antes de que se constituya la garantía de conservación.
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t(¡gi:.-'4.5.3 De ant¡c¡po

Prevío a recib¡r cuálquier suma por concepto de anticipo, el contratista constituirá

garantia mediánte f¡anza o hipoteca por el monto de un cien por ciento (100%) del

mismo. La garantía podrá reducirse en la medida que se amortice el valor del anticipo

cubriendo siempre el máximo del saldo deudor y estará vigente hasta su total

amortizac¡ón. El Íéglamento establecerá el pÍocedimiento de reducción y lo

concerniente en los casos de rescisión, resoluc¡ón y terminación de contrato.

4.5-4 De conservación de obra o de calidad o de func¡onamiento

El contratista responderá por la conservación de la obra, mediante depósito en

efectivo, fianza, hipoteca o prenda, a su elección, que cubra e¡ valor de las reparaciones

de las fallas o desperfectos que le sean ¡mputables y que aparecieren durante el t¡empo

de responsabilidad de dieciocho (18) meses contados a partir de la fecha de recepción

de ¡a obra. 'fratándose de bienes y suministros, deberá otorgarse garantía de calidad

y/o funcionamiento, cuando proceda. La garantía de conservación de obra, o de calidad

y/o funcionam¡ento, deberá otorgarse por el equivalente al quince por ciento (15%) del

valor original del conirato, como requisito previo para la recepción de la obra, bien o

suministro.

El vencimiento del tiempo de responsabilidacj previsto en el párrafo'anterior, no exime al

Contratista de las responsabilidades por destrucc¡ón o deterioro de la obra deb¡clo a

dolo o culpa de su parte, por el plazo de cinco (5) años, a partir de la recepción

definitiva de la obra.



4.5.5 De saldos deudores

Para garantizar el pago de saldos deudores que pudieran resultar a favor del
Estado, de la ent¡dad corespondiente o de terceros en la liqu¡dac¡ón, et contratista

deberá prestar fianza, depósito en efectivo, constitu¡r hipoteca o prenda, a su elección,
por el cinco por ciento (5%) del valor original del contrato. Esta garantía deberá
otorgarse simultáneamente con la de conservación de obre como requ¡s¡to previo pata

la recepción de la obra, bien o sum¡nistro. Aprobada la liquidación, si no hubiere saldos

deudórós, se cance¡ará esta garantía.

4.5,0 Fianza dgl Crédito Hipotecario Nacional

Es una ¡nstitución bancarÍa del Estado, descentral¡zada y auténoma, con
p6r6onal¡dad jurídica, patrimonio propjo y pjena capacidad para adqutrtr clerechos y
contraer obl¡gaciones, de esto deviene que a través de su departamento de t¡anzas,

emite diferentes tipos de fianzas las cuales son;

a) F¡anza de fidelidad,

b) Fianza que exige la ley

c) F¡anzas de cumplimiento

d) Fianza de ¡nterés fiscal

e) Fianzas jud¡ciales

f) Finalmente se encuentran las fjanzas que regula el Decreto gubernat¡vo No.
1936, que en la relación contractual los sujetos los coristituyen el Crédito
Hipoiecario Nacional, el cual es el fiador solidario y mancomunado y quien es el
que se compromete ante el [:stado por ¡á obligac¡ón, deuda o actuación de un
tercero quien es en este caso el deudor o fiado, es decir el func¡onario o
empleado publico.
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De esta ma¡era se determina que los demandados en el juicio de cuentas y en
Ios Juicios Económicos-Coactivos. se encuentran respa¡dados por una fianza, la que
galantiza que si el funcionario o empleado publ¡co, encargado de la adm¡nisiración de
fos bienés del Estado incumplen con manejar con probidad los m¡smos es el sujeto de
réparo por parie de la Contraloría General de Cuentas, es el fiador que también
responderá por el daño causado al patrimonio del Estado, sin embargo por exjstir que
lós b¡enes del Estado son inembargables, y tomando en cuenta que el Crédito
Hipotecario Nacional, es estatal, los representantes del CHN nunca comparecen al
proceso! ye que el Estado no se va ha ejecutar a si mismo, ya que este caso se d€ una
extinc¡ón de la obligación conocida como ra confusión en donde er acreedór v deudor o
fiado es ¡a m¡sma persona.

De esto de deduce que aun cuando ros Jueces condenan ar fiador como soridario
y manoomunado, nunca se ejecuta la fianza, porque tanto flador como acreedor es la
misma persona

Diflcultades para obtener la ejecución de los bienes por la carenc¡a de los
m¡smos

4.6.1 lneficacia de la f¡anza del Crédito Hipotecario Nac¡onal

En términos generares se puede definir a ra fianza, como un contrato accesorio
por medio del cual una persona se hace responsable de los actos de otra en caso de
que está última incumpla con Io pactado. por otra parte se considera que es un
convenio por el cual una persona se hace responsab¡e de los actos de otra, frente a un
tercero de manera que la persona o empresa que se constituye responsable se llama
fiador al sol¡citante o contratista se le denomina deudor principal o fiado, y a la persona
protegida en el convenio se le llama acreedor o beneficiado.32

3'? www.lodoriesgo. net.com
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a) El fiador, en este caso el Créd¡to Hipotecario Nac¡onal, es la persona que adqu¡ere
la obligación afectando su patrimonio por el incumplimiento de aquel.

b) Es un contrato que, en la mayoría de los casos, se celebra únicamente entte el
fiador y el acreedor

c) Es un contrato accesorio, porque el fiador interviene cuando el deudor principal no
cumple con su obligación.

4,6,1,2. Ventajas de la fianza como garantía:

Son de rápido trámite.

Es adaptable a cualquier otro tipo de contrato, obljgac¡ón o servicio

En el sector público es una garantía reconocida por el gobierno.

El costo de la f¡anza es bajo para el respaldo que otorga.

En cuanto a ¡os funcionar¡os públicos que ¡a Contraloría General de Cuentas,

f¡scaliza se encuentran sujetos a garantizat- con fianza, tal como lo estab¡ece el Artículo

4 literal a) del Decreto 1986 el que literalmente regula: a) A afianzar la actuación

eventual o permanente de funcionarios y empleados gubernamentales y municipales a
quienes la ley o una d¡spos¡ción de autoridad competente de funcionarios y empleados
gubernamentales y munic¡pales a qujenes la ley o una disposición de autoridad

competente imponga ese requisito en virtud de que se les confíe la recaudación y el

manejo de rentas y otros valores o la custodia de bienes de cualquiera naturaleza, o la
inspecc¡ón y fiscalización hacendaria, o los arqueos de fondos y verificación de
especies fiscales y Arlículos estancados, bienes de la Nación, documentos a cobrar,

títulos de renta, objetos negociables, etétera, de qué sean deposjtarias terceras

personas, o fa comprobación de documentos de pago o crédito a cargo de la Nación o
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dé las municipalidades y Ia aprobación de cuentas que deban rendir,
ley, qu¡enes soportan ese linaje de responsabjlidades.

por mandato de Ia

4.6.1.3. Las desventajas de la fianza del Crédito Hipotécario Nacionat

. Cuando los demandados en un juic¡o económico coactivo, están respa¡dados
por el Crádito Hipotecario Nacional, no se puede recuperar to defraudado
porque er ruzgado de cuentas condena a particurares y ar crédrto H¡potecario
Nacionar, pero por sef esta una entidad estatai no se pueden embargar ros
bienes de dicha entidad, por Io que, ni se molestan en defenderse.

. Los representantes del Banco, nunca comparecen al proceso, es decir no se
apersonan, porque consideramos que esa actitud se debe a que er Estado no
se pued6 .brigar a pagar así mismo, ya que se confunde ar acreedor y ar f¡ador
pues son la misma persona.

. Ante esta situación la Contraloría General de Cuentas se ve obstru¡da a ejecutar
al fiador cuando se trata det Crédito H¡potecario Nacional, pues Ia ejecución de
la misma procede al momento de no encontrarle bienes al demandado o bien
que los bienes sean insuficientes y se debe recurr¡r a la fianza para recuperar
el faltante.

De todo ro expuesto consideramos de urgencia reformar er Articuro 4 ¡nciso a)
del decreto 1986 Ley Orgánica del departamento de fianzas del Crédito Hipotecario
Nacional de Guatemala, por ser una ley que actualmente ya no responde ni cumple con
los parámetros que se les debe ex¡gir a los func¡onarios o demás personas que
administren bienes del Estado, porque como se menciono anteriotmente la Contraloría
General de cuentas no puede ejecutar ar cHN, porque ros bienes der Estado son
lnembargables.
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4.7

Estas limitac¡ones a los procedimientos, en su mayoría son derivadas pol" las
def¡ciencias de 

'a 
Ley del Tribunal de Cuentas y las demás menc¡onadas, ya que las

mismas no se adapta aÍ proceso actuar, es por e,ro que se ve en ra nece€idad de acudir
supletoriamente al Código procesal Civil y Mercantil, y la Ley del Organismo Jud¡cial. y
al remitirse a estas leye6 se vuelven muy formalistas los procedim¡entos y con ello
violando los princ¡pios de celerjdad y economía procesal que deben prevalecer en los
procesos de ejecución y especiarmente en ros Juicios Económ¡cos-coactivos de
Cuentas.

Momentos procesales que l¡m¡tan que se lleve a cabo la ejecución de los
b¡enes a nombre de los responsables

4.7"1 Farta de not¡f¡cación que da oportunidad a ros résponsabres a transferir sus
b¡enes a nombre de testaferros o terceras per¡onas.

Como ya se désarrollo anteriormente, se observo que la Ley de Tribunal de
Cuentas no regula nada al respecto de las notificaciones, por lo que debemos acudir al
Código Procesal Civil. Este problema se orig¡na en el momento de que et Auditor
Gubernamental, realiza su ljquidación de Audjtor¡a, pues en ella debe de consignar el
nombre completo de los responsables así como e¡ lugar para ser notificados. pero esta
información la mayoría de véces o es falsa o está desactualizada y al llegar las
liquidación a la sección de juicios de la Contraloría General de Cuentas, qujenes son los
encargados de in¡ciar las acciones judiciales en contra de los responsables, ya es
demasiado tarde y al plantear la demanda se coloca d¡cha informaiión pero para este
entonces los responsables ya han camb,ado de residencia y lo que es aun lamentable
es que ya no hay bienes que ejecutar.

Para solventar esta deficiencia la Contraloría Generat de Cuentas
implementado una serie de procedimientos encam¡nados a depurar y mejorar
iniciac¡ón de las demandas, entre las que se encuentran.

a

la
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a) lnvestigar a través de ja declaración pairimon¡al, que es la declaración de
bienes, derechos y obligaciones que bajo juÍamento deben presentar ante la
Coniraloría General de Cuentas, los funcionarios públicos como requ¡sito pará
el ejercicio del cargo o empleo; y al cesar en el mismo como requlsito
indispensable para que se le ext¡enda el finiquito respectivo Este método de
investigación hub¡era dado buenos resultados pero la Ley de probidad y
Respónsabilidad de Funcionarios y Empleados públicos, establece que d¡chas
declaraciones deben ser mnfidencia¡és y se prohíbe su divulgación por

cualquier medio y los únicos que las pueden verificarse dentro de un proceso
judicia¡. Limitando de esta manera a que se realice d¡cha investigación ya que
el ente fiscalizador no puede tener acceso a ellas.

b) Otro medio es sol¡c¡tar informes a la D¡recc¡ón de Catastro y Avaluó de B¡enes

lnmueb¡es, para determinar si en ese registro se encuent¡an bienes inmuebles
¡nscritos para tratar de embargarlos y verificar s¡ la dirección o direcc¡ones que

aparecen coinciden con la de la demanda

4.7.2 Oelito de alzamiento de b¡enes por parte de los demandados

Esta actitud consiste según la doctrina en desaparecer clandestinamente sus
bienes, u ocultar dolosaménte estos, el particular o comerciante, en perjuicio de sus
acreedores. Pata los que se dedican al comercio se establece como una quiebra
fraudulenta. Y por otra parte algunos jur¡stas la cons¡deran como una act¡tud delictiva
del insolvente que oculta sus bienes a algunos, para impedir que ¡os acreedores los
ejecuten en pago de una deuda.

Con esta actitud por parte del demandado se logra determinar que se esta
comet¡endo un delito regulado en el Código penal, ya que se encuentra regulado en el
Art¡culo 352 el cual establece literalmente que: .eu¡en, de propósito y para sustraerse
al pago de sus obligaciones se alzare con sus bienes, los enajenare, gravare u ocultare,
s¡mulare créditos o enajenaciones, sin dejar persona que lo represente, o bienes
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suf¡cientes para responder ar pago de sus deudas, será sancionado con pr¡sión de dos
a seis años y mulia de doscientos a tres m¡l quetzales. Sj el responsable fuere
comerciante, se le sancionará además, con inhabilitación especial por el doble tiempo
de la cond6na". Es delito es muy lrecuente en la tramitación de los ju¡c¡os Económ¡cos-
coectivos y de cuentas, puesto que ra ejecutoria de ra sentenc¡a de cuentas no se
tramita con la celeridad correspondiente tanto por la Contrálo¡"ía General de Cuentas
como por er órgano jurisdicc¡onal, lo que conlleva que la sentencia no se encuentre
firme, y da como consecuencia que los demandados tengan tiémpo suf¡c¡ente para
trasladar las propiedades que poseen a nombre de terceros quienes coadyuvan a que
los funcionarios o emp¡eados púbricos, rogren evad¡r ra ejecución Económica-coactiva
y por lo tanto se limita el resarcimiento al Estado de su patrimonio.

En conclusión la realidad es que, aun dictándose una resoluc¡ón sancionatoria,
habiéndose cumplido con e¡ debido proceso admjnisirativo o judicial _ según e¡ caso _

o en el otro de los casos, un Juzgado de primera lnstancia de cuentas dicta sentencia
condenatoria, en contra de cualquier funcionario o empleado públ¡co o persona
indiv¡dual o ju¡ídica que preste sus servicios al estado, a ¡a hora de ejecutar cualquiera
de las dos posibilidades (sanción a sentencia condenatoria) no existen bienes muebles
o inmuebles ejecutabres; que garanticen er pago, porque ros han transferido a
familiares; personas de su mnfianza, o porque senc¡llamente no los poseen y la
fianzas de cumplimiento que garantizan determina obra, prescriben o caducan por
negligenc¡a o dolo, de quienes deben velar por su eficacia.
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2.

1.

4.

5.

CONCLUSIONES

El hámite deljuic¡o de Cuentas por el transcurso del t¡empo se ha convertido en

un proced¡m¡ento engorroso y poco práctico, ya que en la en actualidad y según

las exigencias de los órganos jur¡sdiccionales.

La Contraloria General de Cuentas no está legit¡mada para promover el juicio

económico coactivo der¡vado de una sentenc¡a condenatoria, corespondiéndole

esla facultad a la ent¡dad que sufrió pérdida en su patr¡mon¡o, lo que perm¡te al

responsable interponer excepción de falta de personalidad y con ello mas t¡empo

para transfer¡r sus bienes a nombre de sus famil¡ares o teslaferros.

Los juicios económicos coactivos son ineficaces, toda vez que los demandados

en un juic¡o económico coact¡vo, están respaldados por el Crédito Hipotecario

Nac¡onal, no pudiendo recuperar lo perdido en virtud de que el tr¡bunal de

Cuentas condena a particulares, y al Crédito H¡potecario Nacionalj y por ser esla

una ent¡dad estatal no se le pueden embargar sus b¡enes.

Los Auditores Gubernamentales son los encargados de formulan hallazgos por

acc¡ones dolosas o negligentes de cualquiera de las personas que señala la Ley,

una vez formulado el hallazgo se remite a la sala de Ju¡cios de la Contraloría

General de Cuentas para que se inicie el juicio de cuentas, pero ya ha

transcurr¡do el tiempo necesario para que los responsables trasladen sus bienes.

En la tramitación deljuicio de Cuentas, no se permite la ¡nterposición de medidas

precautorias, lo que da lugar a que no se asegure las resultas del juicio

económico-coact¡vo, y por ello se perm¡te que los luncionarios y empleados

públicos, o las personas indiv¡duales o jurídicas que administren fondos el Estado

puedan alzar sus b¡enes.
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6. En el ju¡cio de Cuentas no se puede interponer Ia med¡da precautoria de'.ig
anotac¡ón de demanda ya que solamente procede cuando se discuta la

declaración, const¡tución, modificación o extinción de algún derecho real sobre

¡nmuebles o muebles, es decir cuando el l¡t¡g¡o se origina del los bienes, pero en

este caso el l¡t¡gio es Ia rendición de una cuenta por manejar fondos del Estado.
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2.

1.

4.

RECOMENDACIONES

Es necesario que el Congreso de la Repúbl¡ca real¡ce la derogación de la Ley

del Tribunal de Cuentas y que esta sea sustituida por una en donde tanto eljuicio

de cuentas como su ejecución por medio del juicio económico-coactivo, se

desarrollen en su tram¡tación de una forma clara y sencilla, para no recurrir

supletoriamente a otras leyes, y que se adapte a los procesos actuales.

El Organismo Leg¡slativo debe promover la ampliac¡ón de las facultades de la

Contraloría General de Cuentas ya que es una institución que se encarga de la

fiscalización de los ¡ngresos y egresos del Estado, por lo que debe leg¡timarse

para ¡niciar la ejecución de la sentenc¡a condenatoria del ju¡c¡o de cuentas,

cuando la entidad que sufr¡ó perd¡da en su patrimonio no se apersone.

El Estado a través del Congreso de la República debe limitar la contratac¡ón de

fianzas con el Créd¡to Hipotecario Nacional, mientÍas no se modif¡que la ley

correspond¡ente y sea tratado como una ent¡dad suscept¡ble de ser embargada

cuando la fianza garantice el cumplimiento de una obligación con el Estado; y

reformar la Ley de Fianzas ya que la misma ya no llena Ios requ¡s¡tos legales.

Que Contraloría General de Cuentas leg¡time a los Auditores Gubernamentales

para solicitar la declarac¡ón patr¡monial de los responsables y que en el

momento de formular hallazgos por acciones dolosas, de cualquiera de las

personas que señala la Ley, se trabe embargo de los bienes, tomando como

base la declarac¡ón patrimonial actualizada.

Es necesado que en los juzgados en donde se tramita el juicio de cuentas, se

permita la antepos¡cíón de medidas precautorias, para asegurar Ias resultas del

juic¡o económico-coactivo, ya que cuando se llega a esta fase del proceso se

convierte en ineficaz por no encontrar bienes a nombre de los responsables, y

con ello evitar en lo posible el delito de alzamiento de b¡enes.
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0. Que el Congreso de la República real¡ce la reforma al Artículo 526 del Decretó

ley 107, y que se adicione que; igualmente procederá la anotac¡ón de demanda

sobre los bienes muebles o inmuebles de los func¡onar¡os o empleados públicos,

y demás personas que adm¡nistren fondos del Estado cuando estos sean

demandados en el Juició de Cuentas.
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